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1) 18-09-2013 

Cámara de Senadores. 
INICIATIVA con proyecto de decreto por el que se expide la Ley de Amnistía en Favor de las Personas en 

Contra de Quienes se Haya Ejercitado Acción Penal con Motivo de los Hechos Suscitados en los Municipios 
Simojovel y el Bosque, del Estado de Chiapas, el Día 12 de junio de 2000. 
Presentada por la Senadora Angélica de la Peña Gómez (PRD). 
Se turnó a las Comisiones Unidas de Justicia; y de Estudios Legislativos, Segunda. 
Diario de los Debates, 18 de septiembre de 2013. 

 
 
 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE AMNISTÍA EN FAVOR 
DE LAS PERSONAS EN CONTRA DE QUIENES SE HAYA EJERCITADO ACCIÓN PENAL CON MOTIVO 
DE LOS HECHOS SUSCITADOS EN LOS MUNICIPIOS SIMOJOVEL Y EL BOSQUE, DEL ESTADO DE 
CHIAPAS, EL DÍA 12 DE JUNIO DE 2000 
 
 
(Presentada por la C. Senadora Angélica de la Peña Gómez, a nombre propio y del C. Senador Zoé 
Alejandro Robledo Aburto, del grupo parlamentario del PRD) 

- La C. Senadora Angélica de la Peña Gómez: Gracias, señora Presidenta, con su venia. 

Durante el año 2000 se registraron en los municipios de Simojovel y El Bosque una serie de actos de 
violencia, cuyos móviles y responsables no fueron encontrados por las autoridades. En este contexto, el caso 
más grave fue la emboscada efectuada el 12 de junio a la altura de la comunidad Las Limas, ubicada en el 
tramo carretero entre los municipios de Simojovel y El Bosque, a una camioneta propiedad del ayuntamiento 
de El Bosque y conducida por el hijo del presidente municipal en la que viajaban además 8 agentes de la 
policía de Seguridad Pública; 7 de ellos perdieron la vida en el atentado y 2 resultaron heridos, entre ellos el 
hijo del entonces presidente municipal. Según las autoridades, la emboscada evidenció una planeación y 
ejecución altamente profesional. De acuerdo con la versión de la Procuraduría General de la República fueron 
10 personas las que realizaron la emboscada y utilizaron armas tipo AR-15 y AK-47. 

Ante tales hechos, el 14 de junio llegaron al municipio de Simojovel más de 900 elementos del Ejército 
Mexicano buscando algún indicio de los asesinos. En todos los medios se divulgó la noticia de que el Ejército 
Mexicano había sido designado para cuidar y hacer las rondas en toda la región. Las denuncias de 
hostigamiento militar a las comunidades empezaron a ser públicas, primero en la comunidad de Lázaro 
Cárdenas, en donde los militares se establecieron en el campo de fútbol del ejido, so pretexto de las 
investigaciones de armas y de los sicarios. Otras comunidades de este municipio que denunciaron 
hostigamiento por parte del Ejército Mexicano fueron las comunidades Luis Espinoza, Mercedes Isidoro, 
Yuquín, Berlín y Las Limas; en esta última comunidad el acoso fue intenso, ahí los pobladores denunciaron la 
entrada de alrededor de 40 efectivos. Los militares rondaban por los caminos que conducen a las milpas de 
las comunidades, creando confusión y temor, la gente huía atemorizada a la montaña. 

Señoras y señores, el profesor Alberto Patishtán Gómez fue detenido el 19 de junio de 2000, en el municipio 
de El Bosque, cuando eran aproximadamente las nueve y media horas, momento en el que se dirigía a su 
trabajo. También fue detenido Salvador López González, simpatizante zapatista, ambos fueron acusados de 
participar en la emboscada del 12 de junio de ese año. 

Durante el proceso judicial, la detención del profesor Patishtán fue sustentada únicamente en la segunda 
declaración ministerial que hizo el hijo del presidente municipal, un chico menor de edad, quien viajaba como 
chofer del vehículo, dijo que pudo ver al profesor Alberto Patishtán, después de que éste lo golpeó. Se 
desestimó la primera declaración ministerial del menor, en donde afirmaba que no había reconocido a ninguno 
de los agresores de la emboscada. 

Después de 30 días de arraigo, el profesor Alberto Patishtán fue trasladado al entonces CEREZO número 1 
Cerro Hueco, en Tuxtla Gutiérrez. A pesar de que nunca se le proporcionó un intérprete traductor durante el 
proceso y otras irregularidades del caso, el 25 de julio de 2000 se dictó auto de formal prisión en contra del 
profesor Patishtán y Salvador López González los cuales continuaron los procesos penales. Los delitos que 
se les imputaron fueron: violación a la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, lesiones y homicidio 
calificado, robo, daños y portación de armas de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea; a Salvador 
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lo acusaron también de delitos contra la salud, supuestamente por encontrarle droga al momento de su 
detención, lo que no pudieron sostener las autoridades acusadoras. 

Las principales pruebas del Ministerio Público para inculpar al profesor Patishtán, son:  

l.- La segunda declaración del menor, en la primera mencionó no acordarse de nada debido a que quedó 
inconsciente y en la segunda, después de haber recibido la visita curiosamente de Martín Gómez Culebro, 
conocido en toda la comunidad como un enemigo político del profesor Patishtán, declaró entonces la 
participación del profesor, en una segunda declaración. 

2.- La segunda prueba es la libreta de apuntes del profesor Alberto Patishtán, que se le encontró al momento 
de ser detenido con una serie de anotaciones para los juegos de básquetbol que se realizarían en los eventos 
deportivos de la zona. Los peritos y principalmente el juez señalaron que eso pudiera ser el croquis que 
señalaba cómo estaban parapetados los criminales que cometieron la emboscada.  

3.- Refiere a un peritaje de rodizonato de sodio tomado 7 días después de que sucedieron los hechos. 

El 18 de marzo de 2002, en el expediente penal número 126/2000, el Juez Primero de Distrito del Vigésimo 
Circuito dictó sentencia condenatoria en contra del profesor Patishtán, considerándolo penalmente 
responsable de los delitos de lesiones y homicidio calificado, robo calificado y daños; portación de arma de 
fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, aplicándole una pena de 60 años de prisión y 
una multa. En el caso del señor Salvador López, el juez lo declaró absuelto de los delitos y ordenó su libertad. 

El profesor Patishtán interpuso el recurso de apelación contra la sentencia, el 18 de marzo de 2002, por lo que 
el 20 de agosto del mismo año, el magistrado del Segundo Tribunal Unitario del Vigésimo Circuito con sede en 
Tuxtla Gutiérrez, resolvió el toque penal número 100/2002 confirmando la sentencia condenatoria. 

Inconforme con la resolución, el profesor Patishtán promovió el Amparo Directo número 58/2003 radicado en 
el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, el cual se resolvió el 11 de junio de 2003. 

El 1 de julio del 2004, fue trasladado del CEREZO 1 al CEREZO 14, conocido como “El Amate”, que estaba 
recién creado, en este penal integró junto con otros presos políticos y presos injustamente el grupo conocido 
como “La Voz del Amate” para continuar su trabajo para defensa de los derechos humanos de los presos y 
para denunciar las arbitrariedades sufridas al interior del penal y, por supuesto, también el asunto de su propio 
caso. 

Recientemente, el profesor Patishtán promovió ante el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, con 
sede en Tuxtla Gutiérrez, el incidente de Reconocimiento de Inocencia número 4/2012, mismo que resolvió 
negarle dicho recurso por considerarlo cosa juzgada. El tribunal consideró que las pruebas aportadas no son 
aptas ni tienen el alcance de invalidar las pruebas que sostienen la sentencia condenatoria, debido a que 
provienen de hechos diferentes a los que dieron origen a la sentencia condenatoria. 

Diversas organizaciones de la sociedad civil, tanto nacionales como internacionales, como todos sabemos, se 
han manifestado en contra de la decisión del Poder Judicial, especialmente es muy importante señalar que en 
el caso de Amnistía Internacional, preocupó desde el principio la situación del profesor tzotzil, y 
reiteradamente ha estado señalando como de los pendientes que tiene la justicia mexicana respecto del 
profesor Patishtán. No voy a leer todo lo que han señalado todas estas organizaciones no gubernamentales, 
tanto nacionales como internacionales, por que la ley quedará inscrita en sus términos en el Diario de los 
Debates, señora Presidenta, entonces me voy a circunscribir al texto de la iniciativa. 

Es viable, es dable, afirmar que la amnistía, señoras y señores, es el instrumento jurídico del Estado Mexicano 
elevada a la categoría de ley, como un acto de buena voluntad, asume la responsabilidad histórica de dar fin 
al enjuiciamiento, la persecución y los encarcelamientos de los luchadores sociales y de los que buscan el 
cambio social. Esto significa que la materialización de la amnistía implica que una de las partes, en este caso, 
la parte acusadora y perseguidora que es el Estado, declara nulos los cargos y las sanciones punitivas 
impuestas a la otra parte perseguida, detenida, acusada y encarcelada, o a quienes se encuentran 
procesados en todos los fueros por hechos de naturaleza político-social. 
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a la consideración de esta Honorable Cámara de 
Senadores del Congreso de la Unión, la presente iniciativa con proyecto de Decreto: 

Ley de Amnistía a favor de las personas en contra de quien se haya ejercitado acción penal con motivo de los 
hechos suscitados en los municipios de Simojovel y El Bosque del estado de Chiapas el día 11 de junio de 
2000. 

Artículo 1o.- Se decreta amnistía a favor de todas las personas en contra de quienes se haya ejercido acción 
penal ante los tribunales del orden federal al momento de la publicación de la presente ley, por los delitos 
cometidos con motivo de los hechos de violencia suscitados en los municipios de Simojovel y El Bosque del 
estado de Chiapas el día 12 de junio de 2000. 

El Ejecutivo Federal integrará una comisión que coordinará los actos de aplicación de la presente ley.  

Artículo 2o.-La amnistía extingue las acciones penales y las sanciones impuestas respecto de los delitos que 
comprende, dejando subsistente la responsabilidad civil y a salvo los derechos de quienes puedan exigirla. 

En cumplimiento de esta ley, las autoridades judiciales y administrativas competentes pondrán en libertad a 
los detenidos cualquiera que sea el momento procesal en que se encuentren. 

Artículo 3o.- Las personas a quienes se aproveche esta ley, no podrán en lo futuro ser interrogadas, 
investigadas, citadas a comparecer, detenidas, aprendidas, procesadas, molestadas de manera igual por los 
hechos que comprende esta amnistía. 

Artículo 4o.- Las personas que se encuentren sustraídas a la acción de la justicia por los delitos a que refiere 
el artículo 1o., no se beneficiarán de la presente Ley de Amnistía.  

Muchas gracias, Senadoras y Senadores, por su atención 

Es cuanto, señora Presidenta. 

Iniciativa 

"SENADOR RAUL CERVANTES ANDRADE 

C. PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA 
H. CAMARA DE SENADORES 
PRESENTE. 

La suscrita, ANGELICA DE LA PEÑA GOMEZ Senadora de la República a la LXII Legislatura y el suscrito 
ZOE ROBLEDO ABURTO, Senador de la República a la LXII Legislatura, ambos Integrantes del grupo 

parlamentario del Partido de la Revolución Democrática y con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 73, 
fracción XXII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 8 numeral 1, fracción I y 164 del 
Reglamento del Senado de la República, sometemos a la consideración del Pleno de esta Soberanía la 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE AMNISTÍA EN FAVOR 
DE LAS PERSONAS EN CONTRA DE QUIENES SE HAYA EJERCITADO ACCION PENAL CON MOTIVO 
DE LOS HECHOS SUSCITADOS EN LOS MUNICIPIOS SIMOJOVEL Y EL BOSQUE DEL ESTADO DE 
CHIAPAS EL DÍA DOCE DE JUNIO DE DOS MIL, al tenor de la siguiente: 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

Durante el año 2000 se registraron en los municipios de Simojovel y El Bosque una serie de actos de 
violencia, cuyo móvil y responsables no fueron encontrados por las autoridades. En este contexto, el caso 
más grave fue la emboscada efectuada el 12 de junio a la altura de la comunidad Las Limas, ubicada en el 
tramo carretero entre los municipios de Simojovel y El Bosque, a una camioneta propiedad del Ayuntamiento 
de El Bosque y conducida por el hijo del presidente municipal Manuel Gómez Ruiz, en la que viajaban ocho 
agentes de la Policía de Seguridad Pública; siete de ellos perdieron la vida en el atentado y dos resultaron 
heridos, entre ellos el hijo del entonces presidente municipal. Según las autoridades, la emboscada evidenció 
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una planeación y ejecución altamente profesional. De acuerdo con la versión de la Procuraduría General de la 
República fueron diez personas las que realizaron la emboscada y utilizaron armas tipo AR-15 y AK-47. 

Ante tales hechos, el 14 de junio llegaron al municipio de Simojovel más de 900 elementos del Ejército 
Mexicano buscando algún indicio de los asesinos. En todos los medios se divulgó la noticia de que el Ejército 
Mexicano había sido designado para cuidar y hacer las rondas en toda la región. Las denuncias de 
hostigamiento militar a las comunidades empezaron a ser públicas, primero en la comunidad de Lázaro 
Cárdenas, en donde los militares se establecieron en el campo de fútbol del ejido, so pretexto de las 
investigaciones de armas y de los sicarios. Otras comunidades de este municipio que denunciaron 
hostigamiento del Ejército Mexicano fueron las comunidades Luis Espinoza, Mercedes Isidoro, Yuquín, Berlín 
y Las Limas; en esta última comunidad el acoso fue intenso, ahí los pobladores denunciaron la entrada de 
alrededor de 40 efectivos. Los militares rondaban por los caminos que conducen a las milpas de las 
comunidades, creando confusión y temor, la gente huía atemorizada a la montaña. 

El profesor Alberto Patishtán Gómez fue detenido el 19 de junio del 2000, en el municipio de El Bosque, 
cuando eran aproximadamente las 9:30 horas, momento en el que se dirigía a su trabajo. También fue 
detenido Salvador López González simpatizante zapatista. Ambos fueron acusados de ser participar en la 
emboscada del 12 de junio. 

Durante el proceso judicial, la detención del profesor Patishtán fue sustentada únicamente en la segunda 
declaración ministerial que hizo el hijo del presidente municipal de El Bosque, el menor de edad Rosemberg 
Gómez Pérez, quien viajaba como chofer del vehículo y quien dijo que pudo ver al profesor Alberto Patishtán 
después de que éste le golpeó. Se desestimó la primera declaración ministerial del menor, en donde afirmaba 
que no había reconocido a ninguno de los agresores de la emboscada.  

Después de 30 días de arraigo, el profesor Alberto Patishtán fue trasladado al entonces CERESO No. 1 
“Cerro Hueco” en Tuxtla Gutiérrez. A pesar de que nunca se le proporcionó un intérprete traductor durante el 
proceso, y a otras irregularidades del caso, el 25 de julio del 2000 se dictó auto de formal prisión en contra del 
profesor Alberto Patishtán y Salvador López González los cuales continuaron los procesos penales. Los 
delitos que se les imputaron fueron: violación a la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, lesiones y 
homicidio calificados, robo, daños y portación de armas de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y 
Fuerza Aérea; a Salvador lo acusaron también de delitos contra la salud, supuestamente por encontrarle 
droga al momento de su detención, lo que no pudieron sostener las autoridades acusadoras.  

Las principales pruebas del ministerio público para inculpar al profesor Alberto Patishtán son:  

1.- La segunda declaración del menor Rosemberg Gómez Pérez, en la primera mencionó no acordarse de 
nada debido a que quedó inconsciente y en la segunda después de haber recibido la visita de Martín Gómez 
Culebro, enemigo político del profesor Alberto Patishtán declaró la participación del profesor. 2.- La libreta de 
apuntes del Profesor Alberto Patishtán que se le encontró al momento de ser detenido con una serie de 
anotaciones para los juego de básquet bol, que se realizarían en los eventos deportivos de la zona. Los 
peritos y principalmente el Juez señalaron que eso pudiera ser un croquis que señalaba como estaban 
parapetados los criminales que cometieron la emboscada. 3.- El peritaje de rodizonato de sodio tomado siete 
días después de que sucedieron los hechos. 

El 18 de marzo del 2002, en el expediente penal número 126/2000, el Juez Primero de Distrito del Vigésimo 
Circuito dicto sentencia condenatoria en contra del profesor Alberto Patishtán considerándolo penalmente 
responsable de los delitos de Lesiones y Homicidio Calificado, Robo Calificado y Daños, Portación de arma de 
fuego de uso exclusivo del ejército, armada o fuerza aérea, aplicándole una pena de 60 años de prisión y 
multa de 1745 días por un monto total de $57,061.00. En el caso del señor Salvador López González, el Juez 
lo declaró absuelto de los delitos y ordenó su libertad. 

El profesor Alberto Patishtán, interpuso el recurso de apelación contra la sentencia con fecha 18 de marzo de 
2002, por lo que el 20 de agosto del mismo año, el magistrado Gerardo Torres García del Segundo Tribunal 
Unitario del Vigésimo Circuito con sede en Tuxtla Gutiérrez, resolvió el Toca Penal número 100/2002 
confirmando la sentencia condenatoria. 

Inconforme con la resolución, el profesor Alberto Patishtán promovió el Amparo Directo número 58/2003 
radicado en el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, el cual se resolvió el 11 de junio de 2003, 
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dictándose resolución en sentido de negar el amparo en la mayor parte de los actos reclamados, haciendo 
únicamente la reducción del pago de la multa a la cantidad de $20,437.50 por concepto de multa directa 
impuesta. 

El 1 julio de 2004 fue trasladado del CERESO No. 1 al CERESO No. 14 “El Amate” recién creado. En este 
penal integró junto con otros presos políticos y presos injustamente el grupo conocido como “La Voz del 
Amate” para continuar su trabajo por la defensa de los derechos humanos de los presos y para denunciar las 
arbitrariedades sufridas al interior del penal. Con ello, la lucha por la libertad de varios de ellos, concluyó con 
la liberación de la gran mayoría de los integrantes de La Voz del Amate en el 2008. 

Seis años después, el 20 de agosto de 2009 como último recurso, interpuso a trámite el recurso de 
Reconocimiento de Inocencia número 1/2009, el cual se resolvió el día 21 de enero del 2010 en el Primer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito por el Magistrado Lic. Pablo Quiñones Rodríguez. El sentido de la 
resolución fue la negación del reconocimiento de inocencia por “encontrarlo infundado”. La notificación 
respectiva se realizo el 3 de febrero del 2010, publicándose en estrados con esa misma fecha. Por tal razón, 
el Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas consideró agotados con esta fecha, los 
recursos internos. 

Recientemente, el profesor Patishtán promovió ante el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, con 
sede en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas el Incidente de Reconocimiento de Inocencia número 4/2012, mismo que 
resolvió negarle dicho recurso por considerarlo cosa juzgada. El Tribunal consideró que las pruebas aportadas 
“no son aptas ni tienen el alcance de invalidar las pruebas que sostienen la sentencia condenatoria, debido a 
que provienen de hechos diferentes a los que dieron origen a la sentencia condenatoria de Alberto Patishtán 
Gómez”. 

Diversas organizaciones de la sociedad civil se han manifestado en contra de la decisión del Poder Judicial, 
especialmente Amnistía Internacional, quien ha acompañado el proceso de liberación del profesor tzotzil 
desde su inicio y quien a través de su página oficial ha emitido un comunicado respecto de esta última 
decisión: 

Amnistía Internacional (AI) lamenta la decisión de un Tribunal Federal en Tuxtla Gutiérrez de rechazar la 
petición de reconocimiento de inocencia de Alberto Patishtán. Lo cual significa que Alberto permanecerá 
encarcelado debido a una sentencia injusta. Él y su familia continuarán viviendo esta tragedia a consecuencia 
de las graves deficiencias del sistema de justicia en México. 

La decisión del tribunal colegiado confirma que el sistema de justicia mexicano es incapaz o no tiene la 
voluntad para corregir las injusticias, en particular cuando estas personas pertenecen a comunidades 
indígenas u otros sectores vulnerables de la sociedad. 

La obsesión de proteger la imagen formal del sistema de justicia por encima de la obligación de garantizar los 
derechos humanos es uno de los obstáculos más serios para asegurar un acceso igualitario a la justicia en 
México. 

Es motivo de profunda preocupación que el sistema de justiciatome la decisión de ignorar las graves 
irregularidades del proceso contra Alberto Patishtán y mantengala negación del derecho a un juicio justo. 

Alberto Patishtán fue detenido y sentenciado a 60 años de prisión tras haber sido acusado de participar en 
una emboscada en la que fueron asesinados siete policías en el año 2000. 

Patishtán es originario del Municipio de El Bosque en el estado de Chiapas y ha permanecido encarcelado 13 
años cumpliendo una sentencia que Amnistía Internacional considera injusta. 

La organización constató que durante el proceso judicial se pudieron observar graves irregularidades, 
incluyendo elque se admitieran testimonios contradictorios de parte de la acusación y se ignorara la evidencia 
que demostraba que él no se encontraba en el lugar de la emboscada. 

En México, Amnistía Internacional ha denunciado reiteradamente cómo el sistema de justicia falla en 
garantizar procesos justos, especialmente cuando la persona acusada o la víctima es indígena. 
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La organización hace un llamado al gobierno mexicano a que tome todas las medidas necesarias para 
asegurar que haya justicia en este caso y para reformar el sistema de justicia de tal forma que se garanticen 
procesos prontos y justos a todas las personas, independientemente de su condición económica o 
pertenencia a un grupo indígena. 

El resultado de esta decisión penosa parece ser que no existe un recurso efectivo dentro de México para 
lograr la rectificación de injusticias. Preguntamos: ¿Quién va a asumir la responsabilidad de hacer justicia 
después de este fallo? 

En este contexto, es dable afirmar que la amnistía es el instrumento jurídico del Estado Mexicano elevada a la 
categoría de ley por el que, como un acto de buena voluntad, asume la responsabilidad histórica de dar fin al 
enjuiciamiento, la persecución y los encarcelamientos de los luchadores sociales y de los que buscan el 
cambio social. Esto significa que la materialización de la amnistía implica que una de las partes, en este caso, 
la parte acusadora y perseguidora que es el Estado, declara nulos los cargos y las sanciones punitivas 
impuestas a la otra parte perseguida, detenida, acusada y encarcelada o a quienes se encontraran 
procesados en todos los fueros por hechos de naturaleza político-social. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a la consideración de esta H. Cámara de Senadores del 
Congreso de la Unión la presente iniciativa con: 

PROYECTO DE DECRETO LEY DE AMNISTIA EN FAVOR DE LAS PERSONAS EN CONTRA DE QUIENES 
SE HAYA EJERCITADO ACCION PENAL CON MOTIVO DE LOS HECHOS SUSCITADOS EN LOS 
MUNICIPIOS SIMOJOVEL Y EL BOSQUE DEL ESTADO DE CHIAPAS EL DÍA DOCE DE JUNIO DE DOS 
MIL. 

Artículo 1o.- Se decreta amnistía en favor de todas las personas en contra de quienes se haya ejercitado 

acción penal ante los tribunales del orden federal al momento de la publicación de la presente Ley, por los 
delitos cometidos con motivo de los hechos de violencia suscitados en los Municipios Simojovel y El Bosque 
del Estado de Chiapas el día doce de junio de dos mil. 

El Ejecutivo Federal integrará una Comisión que coordinará los actos de aplicación de la presente Ley. 

Artículo 2o.- La amnistía extingue las acciones penales y las sanciones impuestas respecto de los delitos que 
comprende, dejando subsistente la responsabilidad civil y a salvo los derechos de quienes puedan exigirla. 

En cumplimiento de esta ley, las autoridades judiciales y administrativas competentes pondrán en libertad a 
los detenidos cualquiera que sea el momento procesal en que se encuentren. 

Artículo 3o.- Las personas a quienes aproveche esta Ley, no podrán en lo futuro ser interrogadas, 

investigadas, citadas a comparecer, detenidas, aprehendidas, procesadas o molestadas de manera alguna 
por los hechos que comprende esta amnistía. 

Artículo 4o.- Las personas que se encuentren sustraídas a la acción de la justicia por los delitos a que se 
refiere el artículo 1o. no se beneficiarán de presente Ley de amnistía. 

TRANSITORIOS 

UNICO.- Esta Ley entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Senado de la República, a 18 de septiembre de 2013. 

Sen. Angélica de la Peña Gómez.- Sen. Zoé Robledo Aburto". 

- La C. Presidenta Herrera Anzaldo: Gracias, Senadora De la Peña Gómez. Túrnese a las Comisiones 
Unidas de Justicia; y de Estudios Legislativos, Segunda. 
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2) 01-10-2013 

Cámara de Senadores. 
INICIATIVA con proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo 97 bis al Código Penal Federal. 

Presentada por Senador Javier Corral Jurado (PAN). 
Se turnó a las Comisiones Unidas de Justicia; y de Estudios Legislativos, Segunda. 
Diario de los Debates, 1 de octubre de 2013. 

 
 
 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN ARTÍCULO 97 BIS AL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL 
 
 
(Presentada por el C. Senador Javier Corral Jurado, a nombre de CC. Senadores de diversos grupos 
parlamentarios) 
 
- El C. Senador Javier Corral Jurado: Muchas gracias. Muy amables. Compañeras Senadoras y 
compañeros Senadores:  

A partir de diversos casos paradigmáticos que han sacudido a la opinión pública en los que se ha demostrado 
la existencia de condenas injustas, violaciones al debido proceso y al derecho a la adecuada defensa, el 
Presidente de la Comisión de Justicia del Senado de la República, el Senador Roberto Gil Zuarth nos invitó a 
un grupo de Senadores a suscribir la presente iniciativa con el propósito de encontrar una solución a una 
problemática que no puede ni debe ser evadida.  

El sistema de justicia en nuestro país tiene un hueco enorme, por el que inocentes son privados injustamente 
de su libertad.  

Nada lastima tanto la credibilidad de las instituciones como los casos en los que se demuestra que inocentes 
están en la cárcel.  

Ayer, durante las comparecencias en las que concurrieron los candidatos a la Comisión Ejecutiva de Atención 
a Víctimas, uno de los candidatos, José Arturo Melo, recordaba una frase que atraviesa a muchas 
penitenciarias del país y que los reos inocentes inscriben en sus muros una frase, que quisiera recuperar 
textualmente, pero más o menos dice así:  

“En esta cárcel maldita, donde reina la tristeza, no se castiga el delito, se castiga la pobreza”.  

Esta frase debe ser totalmente borrada en los procesos penales en nuestro país.  

Así parece, por ejemplo, inscribirse el caso del profesor Alberto Patishtan Gómez, quien aún cumple una 
condena de 60 años, de los cuales lleva 13, recluido, por delitos federales que, de acuerdo con la defensa y 
una interminable lista de organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales, no fueron 
debidamente probados ante el juzgador, existiendo violaciones graves a su derecho a la adecuada defensa y 
al debido proceso que toda persona debe gozar en nuestro país. Incluso, autoridades del estado de Chiapas y 
funcionarios federales han coincidido en que el caso Patishtan presenta irregularidades que no deben 
permitirse en un sistema legal que se precie de ser imparcial, justo y respetuoso de los derechos humanos.  

Desafortunadamente no existen datos certeros sobre cuántas causas penales existen en el país en las que la 
violación al debido proceso y al derecho a la adecuada defensa han concluido con condenas injustas 
irreversibles e inimpugnables mediante las vías legales vigentes.  

Pero están aún en la conciencia nacional el caso Radilla Pacheco contra México, o Inés Fernández y 
Fernández Ortega y Rosendo Cantú contra México; el caso conocido como Campo Algodonero, en donde por 
cierto, la Corte Interamericana de los Derechos Humanos condenó a remover todos los obstáculos de Jure o 
de facto que impedían la debida investigación de los hechos y el desarrollo de los respectivos procesos 
judiciales, y a usar todos los medios posibles y disponibles para hacer que las investigaciones y los procesos 
judiciales fueran expeditos.  
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Hace algunos años fue tristemente célebre el caso de las tres mujeres otomíes, Jacinta Francisca, Alberta 
Alcántara y Teresa González, en el estado de Querétaro, quienes después de haber cumplido 3 de los 21 
años de condena que les fue injustamente impuesta en el año 2009, la propia Procuraduría General de la 
República admitió su equivocación al ejercer la acción penal y fueron liberadas. Vergonzoso e injusto, pero 
cierto, y desafortunadamente este tipo de casos se siguen repitiendo en nuestro país, tanto en el fuero federal 
como en el de los estados.  

O el otro caso, el del poeta Sergio Witz, en Campeche, quien fue sujeto a una causa penal federal por un 
delito que en la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación abrió un debate sobre si es justo castigar a una 
persona por escribir un poema.  

Frente a casos tan vergonzosos como éstos, que constituyen una ignominia institucional, el Presidente de la 
Comisión de Justicia, el Senador Gil, nos ha propuesto a un grupo de Senadores presentar una iniciativa que 
propone adicionar al Código Penal Federal, con un artículo 97 Bis que establezca una excepción a lo 
dispuesto en el propio artículo 97 del mismo Código para atender los casos en que habiéndose concluido el 
proceso jurisdiccional penal correspondiente, existieran indicios de vulneraciones graves al debido proceso 
que hubiesen impedido a la persona sentenciada haber tenido una adecuada defensa.  

En síntesis, se trata de adicionar una variante en materia de indulto presidencial para casos comprobables de 
violación al debido proceso.  

Todos ustedes podrán recordar que en el artículo 89, en la fracción XIV de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, se establece la facultad del titular del Poder Ejecutivo Federal para conceder, 
conforme a las leyes, indultos a los reos sentenciados por delitos de competencia de los tribunales federales y 
a las personas sentenciadas por delitos del orden común en el Distrito Federal.  

En el artículo 96 del Código Penal se establecen, de alguna manera, los supuestos del indulto Presidencial.  

Lo que proponemos es incorporar una nueva variante para hacer justicia en aquellos casos en que las 
violaciones procesales hubiesen sido tales, que hubieran acarreado la imposibilidad de la persona 
sentenciada de defenderse, pero no así en los que se busque una forma de obtener impunidad.  

Por eso es importante señalar que se propone que el Ejecutivo Federal solamente pueda otorgar este 
beneficio cuando algunos de los otros dos poderes federales o cualquiera de las Cámaras del Congreso o el 
Poder Judicial de la Federación así lo soliciten al Presidente de la República, esto en seguimiento al artículo 
4o. de la Ley de Amparo, que ya fue aprobado.  

Con ello se evitará que el Poder Ejecutivo Federal pueda ejercer esta facultad discrecional sin control alguno y 
que tampoco se inunde al Ejecutivo con solicitudes que puedan afectar su funcionamiento.  

Por el contrario, se estima que los Poderes Legislativo y Judicial de la Federación cuentan con información 
que les permite conocer este tipo de casos, debido a su actividad diaria, por lo que no representaría para ellos 
una carga adicional considerable.  

Con esta adición legal se construirá el andamiaje jurídico para que todos los casos en que existan este tipo de 
violaciones a los derechos humanos de una persona sujeta a proceso penal, puedan ser revisados y, en su 
caso, beneficiados con esta modalidad del indulto y con ello coadyuvar en la construcción de un régimen 
jurídico más justo, que evite que las asimetrías económicas, políticas o sociales no sean una justificación para 
tener culpables fabricados en los centros de reinserción social de la Federación. 

Gustosos hemos concurrido a la convocatoria del Presidente de la Comisión de Justicia, y suscribimos esta 
propuesta que les hacemos el Senador Manuel Camacho Solís, del grupo parlamentario del PRD; la Senadora 
Angélica de la Peña Gómez, del grupo parlamentario del PRD; el Senador Armando Ríos Piter, del grupo 
parlamentario del PRD; la Senadora Arely Gómez González, del grupo parlamentario del PRI; por supuesto, el 
Senador Roberto Gil Zuarth y quien ahora está en uso de la voz. 

Por su atención, muchas gracias.  
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(Aplausos) 

Iniciativa 

"Los suscritos, integrantes de diversos grupos parlamentarios en el Senado de la República, en la LXII 
Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II y 72 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 164, 169 y 172; así como los demás relativos y 
aplicables del Reglamento del Senado de la República, somete a consideración de esta Honorable Asamblea 
la siguiente iniciativa con proyecto de Decreto por la que se adiciona un artículo 97 Bis al Código Penal 
Federal, en materia de indulto, al tenor de la siguiente: 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

El artículo 89, fracción XIV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la facultad 
del Titular del Poder Ejecutivo Federal para conceder, conforme a las leyes, indultos a los reos sentenciados 
por delitos de competencia de los tribunales federales y a las personas sentenciadas por delitos del orden 
común, en el Distrito Federal. 

De ello se desprende que el Poder Constituyente no previó limitantes expresas para esta figura, que si bien es 
cierto es poco usada en la actualidad, pues en un régimen democrático se privilegia el respeto de las 
determinaciones judiciales, aún prevalece en nuestro sistema jurídico debido a que constituye un último 
reducto o alternativa legal para que, en caso de que existieran casos en los que alguna persona que hubiese 
sido condenada a pena privativa de la libertad pero que su conducta posterior importare un beneficio 
considerable para la Nación, pudiera ser beneficiado. 

Ahora bien, derivado de las reformas a los códigos Penal Federal y Federal de Procedimientos Penales de los 
años 1983 y 1984, el legislador precisó la figura del indulto como una gracia concedida por el Poder Ejecutivo 
Federal, separando de aquél al indulto necesario mediante la creación de una nueva institución hasta ese 
entonces: el reconocimiento de inocencia judicial. 

Este reconocimiento de inocencia sustituyó al indulto necesario estatuyendo un procedimiento diverso a través 
del cual el Poder Judicial de la Federación puede revisar un proceso penal en el que se haya dictado 
sentencia firme, pero en el que se hayan cometido verdaderas injusticias por el juzgador penal, siempre y 
cuando posteriormente se demuestre de manera fehaciente e indubitable que la persona sentenciada es 
inocente. 

De esta forma, el indulto y el reconocimiento de inocencia judicial han sido dos instituciones que tienen 
funciones similares pero que presentan una diferencia sustancial entre ambas: en el indulto, la gracia del 
Ejecutivo Federal es la razón por la cual se otorga el perdón a una persona sentenciada y en el 
reconocimiento de inocencia es la demostración de su inocencia la que permite su liberación. 

Lógicamente, este esquema parece ser adecuado para las circunstancias de cualquier sistema legal penal, 
pues permite que las personas sobre las cuales se pueda demostrar fehacientemente su inocencia puedan 
ser liberadas de la condena impuesta por un órgano jurisdiccional, empero, la realidad nos ha demostrado en 
diversas ocasiones que en nuestro país, por diversos motivos, aún existen casos en los que esas personas 
sentenciadas obtuvieron su condena debido a la constante y sistemática violación del debido proceso en su 
contra. 

Así, cuando uno de estos casos se da en la realidad, el juez penal, al dictar una condena basada en una 
causa penal en la que se violaron todos los derechos a la adecuada defensa y al debido proceso de la 
persona sentenciada, no solo impone una pena privativa de prisión injusta, sino también la imposibilidad de 
que la defensa pueda revertirla en las etapas y recursos jurisdiccionales posteriores. 

En especial, este tipo de casos se pueden constatar en causas penales seguidas en contra de población 
considerada como parte de grupos en vulnerabilidad, como los pueblos y comunidades indígenas o aquellos 
que por su extrema pobreza o cuando se enfrentan a agraviados con mucho mayores posibilidades 
económicas y políticas, no pueden acceder a una adecuada defensa. 
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Desafortunadamente no existen datos certeros sobre cuántas causas penales existen en el país en las que la 
violación al debido proceso y al derecho a la adecuada defensa hayan concluido con condenas injustas, 
irreversibles e inimpugnables mediante las vías legales vigentes, pero el alto incremento de los casos que son 
sometidos a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, así como las innumerables recomendaciones emitidas tanto por la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos y las comisiones estatales de derechos humanos, son una infortunada referencia que no 
podemos soslayar. 

Un caso paradigmático para nuestro país es “González y otras vs México”, mejor conocido como “Campo 
Algodonero”, en el cual la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó sentencia el 16 de noviembre de 
2009, estableciendo que el Estado había violado diversos derechos, entre los que se encontraba el de debido 
acceso a la justicia, por lo que lo condenó a remover todos los obstáculos de jure o de facto que impedían la 
debida investigación de los hechos y el desarrollo de los respectivos procesos judiciales y a usar todos los 
medios disponibles para hacer que las investigaciones y procesos judiciales fueran expeditos. 

Prácticamente todas las sentencias emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en contra del 
Estado Mexicano han incluido la declaración de que el Estado violó, en esos casos, los derechos de debido 
proceso, de acceso a la justicia e incumplió su deber de investigar a fondo, objetiva y científicamente, los 
hechos. Baste para ello recordar los casos Radilla Pacheco vs México o Inés Fernández y Fernández Ortega 
y Rosendo Cantú vs México. 

En México, hace algunos años fue tristemente célebre el caso de las tres mujeres otomíes, Jacinta Francisco, 
Alberta Alcántara y Teresa González, en el Estado de Querétaro, quienes después de haber cumplido tres de 
los 21 años de condena que les fue injustamente impuesta, en el año 2009 la propia Procuraduría General de 
la República admitió su equivocación al ejercer la acción penal y fueron liberadas. Vergonzoso e injusto pero 
cierto y desafortunadamente este tipo de casos se siguen repitiendo en nuestro país, tanto en el fuero federal 
como en los de los Estados. 

Podríamos seguir citando ejemplos, como el del poeta Sergio Witz en Campeche, quien fue sujeto a una 
causa penal federal por un delito que en la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación abrió un debate 
sobre si es justo castigar a una persona por escribir un poema; o el de los miembros del Ejército Mexicano 
recientemente liberados; o elde Francisco Sántiz López, quien fue acusado de ser al autor de una matanzaen 
Banavil, Tenejapa, Chiapas, y de diversos delitos federales, pero quien recientemente también fue liberado 
con un “usted disculpe”. 

Tal vez uno de los más crueles ejemplos de esto es el del profesor Alberto Patishtan Gómez, quien aún 
cumple una condena de 60 años, de los cuales lleva 13 recluido, por delitos federales que, de acuerdo con la 
defensa y una interminable lista de organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales, no 
fueron debidamente probados ante el juzgador, existiendo violaciones graves a su derecho a la adecuada 
defensa y al debido proceso que toda persona debe gozar en este país. Incluso autoridades como el 
Gobernador de Chiapas y otros funcionarios federales han coincidido en que el caso Patishtan presenta 
irregularidades que no deben permitirse en un sistema legal que se precie de ser imparcial, justo y respetuoso 
de los derechos humanos. 

Pero ante este tipo de casos en los que existen fuertes indicios de que, a pesar de haber concluido el proceso 
jurisdiccional correspondiente, no se hubiera desarrollado apegado a los cánones y principios que rigen el 
debido proceso legal, ni el indulto ni el reconocimiento de inocencia ofrecen una respuesta, puesto que en el 
primer caso, el artículo 97 del Código Penal Federal limita la casuística que puede atender. 

Por ello, es importante voltear a esta problemática y enfrentar la realidad que nos aqueja como sociedad, 
reconociendo que el sistema de justicia presenta un espacio en blanco en esta parte que debemos resolver, 
pues no hacerlo trae como consecuencia serios estragos. 

En ese contexto, con esta iniciativa propongo adicionar el Código Penal Federal con un artículo 97 bis que 
establezca una excepción a lo dispuesto en el artículo 97 del mismo ordenamiento legal, para atender los 
casos en que habiéndose concluido el proceso jurisdiccional penal correspondiente, existieran indicios de 
vulneraciones graves al debido proceso que hubiesen impedido a la persona sentenciada haber tenido una 
adecuada defensa. 
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Importante al respecto es delinear esta nueva variante del indulto pues lo que se busca es hacer justicia en 
aquellos casos en que las violaciones procesales hubiesen sido tales que hubieren acarreado la imposibilidad 
de la persona sentenciada de defenderse, pero no así en los que se busque una forma de obtener impunidad. 

Por ello, es importante señalar que se propone que el Ejecutivo Federal solamente pueda otorgar este 
beneficio cuando alguno de los otros dos poderes federales constituidos así lo soliciten al Presidente de la 
República, siguiendo el ejemplo de lo ya aprobado en el artículo 4 de la Ley de Amparo. 

Con ello, se evitará que el Poder Ejecutivo Federal pueda ejercer esta facultad discrecional sin control alguno 
y que tampoco se inunde al Ejecutivo con solicitudes que puedan afectar su funcionamiento. Por el contrario, 
se estima que los poderes Legislativo y Judicial de la Federación cuentan con información que les permite 
conocer este tipo de casos, debido a su actividad diaria, por lo que no representaría para ellos una carga 
adicional considerable. 

Asimismo, no se estima necesario reformar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para 
emitir tal solicitud puesto que la misma es solamente un exhorto o rogatoria al Ejecutivo Federal, lo que ya 
pueden realizar actualmente. 

Por tales motivos, lo que se propone en esta iniciativa no es una liberalización del indulto ni mucho menos su 
aplicación generalizada como substituto de la actividad jurisdiccional, sino solamente la creación de una 
alternativa para aquellos casos en que en el proceso jurisdiccional se hubieren constatado violaciones graves 
al debido proceso o afectaciones en el derecho a la adecuada defensa, que hubieren desembocado en la 
imposibilidad de probar la inocencia de una persona. 

Con esta adición legal se construirá el andamiaje jurídico para que todos los casos en que existan este tipo de 
violaciones a los derechos humanos de una persona sujeta a proceso penal, puedan ser revisados y, en su 
caso, beneficiados con esta modalidad del indulto y con ello coadyuvar en la construcción de un régimen 
jurídico mucho más justo, que evite que las asimetrías económicas, políticas o sociales no sean una 
justificación para tener culpables fabricados en los centros de reinserción social de la Federación. 

Por lo antes expuesto, por el digno conducto de usted C. Presidente, someto a la consideración del Senado 
de la República, la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UNARTICULO 97 BIS AL 
CODIGO PENAL FEDERAL. 

ARTICULO UNICO.- Se adiciona un artículo 97 Bis al Código Penal Federal, para quedar en los siguientes 
términos: 

ARTICULO 97 Bis.- De manera excepcional, por sí o a petición de las Cámaras del Congreso de la Unión o 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Titular del Poder Ejecutivo Federal podrá conceder el indulto, 
por cualquier delito del orden federal o común en el Distrito Federal, y previo dictamen del órgano ejecutor de 
la sanción en el que se demuestre que la persona sentenciada no representa un peligro para la tranquilidad y 
seguridad públicas, expresando sus razones y fundamentos, en los casos siguientes: 

I.- Cuando existan indicios consistentes de que la persona sentenciada no tuvo acceso a una adecuada 
defensa y, ello fue determinante para que le fuese imposible demostrar su inocencia;  

II.- Cuando se constaten violaciones graves al debido proceso en cualquier etapa del juicio o sus recursos; o 

III.- Cuando existan elementos objetivos suficientes que acreditan la inocencia de la persona sentenciada. 

En ambos casos, el Ejecutivo Federal deberá cerciorarse de que la persona sentenciada haya agotado 
previamente todos los recursos legales nacionales. En su resolución, el Ejecutivo Federal otorgará el indulto, 
en su caso, sin condiciones adicionales o con las que estimare convenientes. 
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TRANSITORIOS 

Unico.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente del de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Senado de la República, a 1 de octubre de 2013. 

Sen. Roberto Gil Zuarth.- Sen. Javier Corral Jurado.- Sen. Armando Ríos Piter.- Sen. Manuel Camacho 
Solís.- Sen. Angélica de la Peña Gómez.- Sen. Arely Gómez González". 

PRESIDENCIA DEL C. SENADOR 
RAUL CERVANTES ANDRADE 

- El C. Presidente Raúl Cervantes Andrade: Gracias, Senador Corral Jurado.  

Túrnese a las Comisiones Unidas de Justicia; y de Estudios Legislativos, Segunda. 

- El C. Senador César Octavio Pedroza Gaitán: (Desde su escaño) Señor Presidente… 

- El C. Presidente Cervantes Andrade: Sonido en el escaño del Senador Pedroza Gaitán. 

- El C. Senador César Octavio Pedroza Gaitán: (Desde su escaño) Señor Presidente, para solicitarle, 

respetuosamente, inquiera al preopinante si nos permite suscribirnos a su iniciativa. 

- El C. Presidente Cervantes Andrade: ¿Senador Corral Jurado, para el mismo efecto? Por favor tome nota 

la Secretaría. 



PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN ARTICULO 97 BIS 
AL CODIGO PENAL FEDERAL 
 

 

 























































 



 
 

Debido a que este dictamen se encuentra publicado en la Gaceta de este día, y con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 193 y 195 del Reglamento, queda de primera lectura. 
 



(Intervención del C. Senador Angel Benjamín Robles Montoya) 
 

 



 
 

A este dictamen se le dio lectura hace unos momentos. En consecuencia, consulte la Secretaría a la 
Asamblea, en votación económica, si autoriza que se dispense la segunda lectura del dictamen y se 
ponga a discusión de inmediato.  

 

- La C. Secretaria Palafox Gutiérrez: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si autoriza 
que se dispense la segunda lectura del anterior dictamen. Quienes estén por la afirmativa, favor de 
levantar la mano. 

 

(La Asamblea asiente) 
 

Quienes estén por la negativa, favor de levantar la mano. 
 

(La Asamblea no asiente) 
 

Sí se dispensa la segunda lectura, señora Presidenta.  



- La C. Presidenta Herrera Anzaldo: Informo a la Asamblea que el dictamen que nos ocupa 
consta de un solo artículo, por lo que está a discusión en lo general y en lo particular en un solo 
acto. No habiendo oradores registrados, háganse los avisos a que se refiere el artículo 58 del 
Reglamento del Senado de la República para informar de la votación. Abrase el sistema electrónico 
de votación por tres minutos para recoger la votación nominal del proyecto de Decreto.  

 

 



 
 

- La C. Secretaria Palafox Gutiérrez: Señora Presidenta, conforme al registro en el sistema 
electrónico de votación, se emitieron 85 votos a favor y cero en contra. 

 

- La C. Presidenta Herrera Anzaldo: Gracias, señora Secretaria. 
 

Esta Mesa Directiva acaba de ser informada que existe una fe de erratas en el dictamen. Se le 
concede el uso de la palabra al Senador Roberto Gil, Presidente de la Comisión de Justicia.  



- El C. Senador Roberto Gil Zuarth: Gracias, señora Presidenta. 

 
Le ruego su venia, no solamente para presentar, a nombre de las Comisiones Unidas de Estudios 

Legislativos; y de Justicia, la fe de erratas que tiene el consenso de los grupos parlamentarios, sino 
también para que me autorice a fundamentar este dictamen en razón de que pedimos la oportunidad de 
hacerlo hace un momento.  

 
En efecto, hemos convenido entre las comisiones unidas eliminar el último enunciado del 

dictamen que se ha circulado; específicamente la frase en la que se establece la posibilidad de 
condicionamiento del indulto. 

 
Es una propuesta que nos ha hecho el Partido de la Revolución Democrática, hace un momento. 

Sin embargo, señora Presidenta, quisiera aprovechar la ocasión para pedir el voto de esta 
Asamblea, para resolver y corregir una injusticia que prevalece en nuestro país.  

 
El profesor Alberto Patishtán, profesor rural, lleva más de 13 años pagando un delito que no 

cometió. Todos los sistemas y los mecanismos de atención y de remedio judicial le han negado la 
razón; es evidente que su caso es una injusticia, no solamente porque se violaron sus derechos 
procesales durante la tramitación del juicio, sino porque existen elementos objetivos que permiten 
concluir que el delito que se le atribuye, el delito de homicidio, no fue de su autoría. 

 
No solamente careció de un defensor en el momento de su detención y al ser sometido a 

disposición del Ministerio Público, primero, y después del juez; no solamente careció de un 
traductor; no solamente hubo contradicciones claras en los testimonios que fueron ofrecidos ante el 
órgano jurisdiccional, sino también, por ejemplo, se le imputó que un cuaderno con estrategias para 
jugadas de básquetbol, eran en efecto o eran consideradas como una especie de bosquejo de una 
emboscada para asesinar a policías.  

 
En la comunidad internacional, distintas organizaciones de la sociedad civil han logrado 

visibilizar las injusticias de este caso. No solamente el profesor Patishtán ha tramitado los amparos, 
solicitó ante el Poder Judicial Federal el reconocimiento de la inocencia y, sin embargo, no le fue 
concedida.  

 
En nuestro sistema judicial, cuando una persona ha sido sentenciada por ciertos delitos en 

específico y todas las autoridades judiciales ya han fallado en última y definitiva instancia, no hay 
posibilidad jurídica de encontrarle remedio.  

 
Muchos mexicanos hoy pagan culpas que no cometieron, y es precisamente por eso, por lo que 

implica el caso del profesor Alberto Patishtán, que se generó en el Senado de la República un 
debate sobre cómo atender este tipo de circunstancias, hubo una iniciativa suscrita por distintas 
Senadoras y Senadores de grupos parlamentarios que proponía que el Congreso de la Unión le 
concediese una amnistía al profesor Patishtán. 

 
En la valoración jurídica de esa iniciativa, se llegó a la conclusión de que el precedente            

de establecer una ley de amnistía para un caso concreto era indebido e incorrecto para nuestro 
sistema judicial, y que en el fondo pudiéramos haber resuelto únicamente el caso del profesor 
Patisthán, pero no otras injusticias que hoy están en los centros de reclusión tanto federales como 
locales.  

 
También estudiamos la figura del indulto como una salida al caso concreto del profesor 

Patishtán, sin embargo, paradójicamente el indulto, que es el perdón que se puede otorgar a una 
persona sentenciada, no procede en casos en los cuales hay evidencia suficiente de que la persona 
es inocente o de que se violaron sus derechos humanos. 



Es posible otorgar el indulto por razones políticas o sociales, pero no cuando existe evidencia 
suficiente de que la persona sentenciada es inocente, cuando existe evidencia recabada de manera 
posterior a la sentencia definitiva que permite arribar a esa conclusión.  

 
Cruel paradoja en nuestro país, que se permita otorgar, por parte del Ejecutivo Federal, el 

indulto si una persona sentenciada tiene buena conducta en el centro de reclusión, pero no si a largo 
del tiempo en que ha estado en un centro penitenciario puede acreditar fehacientemente que el 
delito que se le atribuye no lo cometió.  

 
No hay peor injusticia que la pobreza. Muchos mexicanos hoy pagan culpas que no           

cometieron precisamente por esa condición de pobreza, de ignorancia y de acceso a una adecuada 
defensa.  

 
Que el caso del profesor Patishtán con este dictamen, con esta modificación al Código Penal 

Federal, que introduce una modalidad específica de indulto, permita resolver otras injusticias para 
otras personas.  

 
Que el caso Patishtán no solamente nos sirva para corregir una injusticia, sino que sirva también 

para encontrar un dispositivo de apertura que permita corregir otras injusticias que aún prevalecen 
en nuestro país. La propuesta concreta que hacen las comisiones unidas es crear, como decía, una 
modalidad específica del indulto para que el Ejecutivo Federal, por sí o a petición alguna de las 
Cámaras, pueda otorgar el indulto cuando exista evidencia de que se violaron sus derechos 
humanos. Esta figura no solamente es plenamente consistente con la figura del indulto,                    
sino también con la evolución de la protección y garantías de los derechos humanos en nuestro 
país. 

 
Por su atención, muchísimas gracias. 

 
(Aplausos) 

 
- El C. Senador Isidro Pedraza Chávez: (Desde su escaño) Señora Presidenta. 

 
- La C. Presidenta Herrera Anzaldo: Sonido en el escaño del Senador Isidro Pedraza.  

 
- El C. Senador Isidro Pedraza Chávez: (Desde su escaño) Gracias, señora Presidenta. 

 
A ver, nos iba a hacer una fe de erratas, y no dijo nada. Yo le pido que le solicite al Senador que 

nos aclare, señora Presidenta.  

 
- El C. Senador Roberto Gil Zuarth: Perdón, señora Presidenta. 

 
Con gusto, Senador Isidro Pedraza. El segundo párrafo del artículo que se pretende modificar, 

el artículo 97 Bis, dice a la letra en el dictamen lo siguiente: “El Ejecutivo Federal deberá 
cerciorase de que la persona sentenciada haya agotado previamente todos los recursos legales 
nacionales”.  

 
“En su resolución, el Ejecutivo Federal otorgará el indulto, en su caso, sin condiciones 

adicionales o con las que estimare convenientes”. 



La propuesta del PRD propone eliminar la última frase con el propósito de que el indulto no 
tenga condicionantes en su momento de su resolución.  

 

 



 
 

- La C. Presidenta Herrera Anzaldo: Gracias, Senador Roberto Gil. 
 

En virtud de que la fe de erratas presentada en tribuna por el Presidente de la Comisión de 
Justicia, implica modificaciones a lo aprobado por la Asamblea, consulte la Secretaría a la 
Asamblea, en votación económica, si se admite a discusión. 



- La C. Secretaria Palafox Gutiérrez: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si se 
admite a discusión la fe de erratas. Quienes estén porque se admita, favor de levantar la mano. 

 
(La Asamblea asiente) 

 
Quienes estén porque no se admita, favor de levantar la mano. 
 

(La Asamblea no asiente) 
 
Sí se admite a discusión, señora Presidenta.  
 
- La C. Presidenta Herrera Anzaldo: Gracias, señora Secretaria. En consecuencia está a 

discusión. 
 
Se le concede la palabra el Senador Manuel Camacho Solís, del grupo parlamentario del PRD, 

para referirse a la modificación presentada.  
 
- El C. Senador Manuel Camacho Solís: Con su permiso, señora Presidenta. Senadoras y 

Senadores: 
 
La aprobación en el Senado de la República de esta reforma que permitirá la liberación del 

profesor Alberto Patishtán sin condiciones, y eventualmente de otros ciudadanos que hayan sido 
condenados siendo inocentes, es un acto de justicia.  

 
En un hecho inédito, el Poder Legislativo reconoce y soluciona las graves deficiencias que en 

ocasiones llegan a presentarse en los procesos penales. La justicia penal, en su esencia, tiene como 
finalidad encarcelar al culpable, pero también liberar al inocente.  

 
Con toda razón dijeron los padres fundadores del constitucionalismo norteamericano, que en la 

democracia es preferible tener en la calle a diez criminales que a un inocente en prisión.  
 
La solución que el Senado de la República expide a favor de la liberación de Alberto Patishtán, 

se da a partir de una norma general, que será aplicable a cualquier persona que se encuentre en los 
supuestos que la ley marca; la solución adoptada, que reforma al Código Penal Federal, fue la que 
técnicamente juzgaron los especialistas como la más adecuada. 

 
Que sirva esta experiencia para evitar casos semejantes y para impulsar con mayor 

determinación las reformas a la procuración e impartición de justicia, que son urgentes. 
 
Lo que hoy se aprueba aquí, es parte de la culminación de una lucha que desde hace tiempo han 

impulsado organizaciones de derechos humanos, líderes sociales y políticos, así como destacados 
líderes de opinión. 

 
Reconozcamos con objetividad, que sin esa lucha que se hizo desde las organizaciones sociales 

y los centros de derechos humanos de Chiapas, así como a nivel nacional e internacional, no se 
habría llegado a esta decisión.  

 
Que también nos sirva esta experiencia como un ejercicio de constitucionalismo moderno, 

donde se permite y alienta la flexibilización de la división de poderes; de tal manera que vemos al 
Poder Judicial emitiendo acuerdos generales y asumiendo una tarea legislativa; al Poder Legislativo 
emitiendo declaraciones de procedencia y sentencias dentro de un juicio político; y ahora en este 
caso, con respecto al Poder Judicial, tanto al Congreso como al Poder Ejecutivo, interviniendo para 
subsanar un asunto para el que ya no existía remedio procesal. 



La división de poderes no debe ser pretexto para dejar de atender las demandas de los 
ciudadanos, la esencia del estado de derecho es que los poderes, adecuadamente distribuidos, 
respeten y garanticen los derechos humanos. 

 
Tenemos la seguridad de que la Cámara de Diputados aprobará esta reforma. Quedará en manos 

del Ejecutivo Federal ejercer la facultad que se le concede para otorgar el indulto, para que de esa 
forma el profesor Patishtán quede en libertad en los próximos días.  

 
Con ello se liberará una parte de la injusticia; la otra, que no debe quedar sin solución en 

beneficio de las víctimas, es poner fin a la impunidad de la que aún gozan los verdaderos asesinos 
de los siete policías chiapanecos.  

 
Estoy seguro de que muchos aquí coincidirán en que no hay nada más importante en la política 

que contribuir a un acto de justicia, hoy a la libertad del profesor de Patishtán.  
 
Es cuanto, señora Presidenta. 

 
- La C. Presidenta Herrera Anzaldo: Gracias, Senador Manuel Camacho. 

 
Sobre el mismo asunto, se le concede el uso de la palabra a la Senadora Arely Gómez González, 

del grupo parlamentario del PRI. 

 
- La C. Senadora Arely Gómez González: Gracias, señora Presidenta. 

 
El ideal de la justicia plena es muy claro, que el delincuente reciba el castigo que merece y que 

no haya al mismo tiempo una persona inocente en la cárcel. 

 
El día de hoy nos convocó la aprobación de un dictamen de suma importancia, una deuda con la 

justicia.  
 
Como mexicana, me duele saber que un paisano inocente está en la cárcel porque el sistema de 

justicia le falló. Me duele más saber que no es una situación aislada en nuestro país. La impotencia 
de un inocente que no encuentra vía legal para recuperar la libertad es inimaginable y la convicción 
de que el Estado le falló es irreparable.  

 
En este sentido, se presenta el día de hoy a su consideración, un dictamen que adiciona un 

artículo 97 Bis al Código Penal Federal, para que el Ejecutivo Federal, por sí o a petición del Pleno 
de cualquiera de las Cámaras que integran el Congreso de la Unión, puedan solicitar 
respetuosamente conceder el indulto cuando existan indicios de violaciones graves a los derechos 
humanos de la persona sentenciada.  

 
La LXII Legislatura del Senado de la República tiene el compromiso de legislar por un estado 

democrático protector de los derechos humanos. Un México en paz necesita de un sistema de 
justicia respetuoso de los derechos humanos consagrados en nuestra Constitución y en los Tratados 
Internacionales.  

 
Esta reforma podría beneficiar y va a beneficiar al profesor Alberto Patishtán. Pero no queda 

ahí, este mexicano hace visibles muchos casos similares en los que la legislación vigente no cumple 
con el valor inherente a la norma, la justicia.  

 
¿Por qué delitos se declaró la responsabilidad de Patishtán? Lesiones, homicidio calificado, 

robo calificado, daños y portación de armas de fuego exclusivas del Ejército.  



En este sentido, se le sentenció a 60 años de prisión. Su defensa, desde 2003, apeló, pidió 
amparo e intentó un primer incidente de reconocimiento de inocencia en 2009. Todas las sentencias 
no fueron favorables a Patishtán, no se cumplieron las reglas del debido proceso.  

 
En 2013, se intentó un segundo incidente de reconocimiento de inocencia ante el Primer 

Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, mismo que declaró infundado el recurso. 
 
Alberto Patishtán se queda en la cárcel, ¿cómo?  
 
Las pruebas testimoniales. Un sobreviviente dijo reconocer a Patishtán en su segunda 

declaración y otro afirmó que los atacantes iban encapuchados; se presentaron pruebas, en el 
primer juicio, testimoniales y documentos oficiales que argumentaban que el profesor Patishtán se 
encontraba en una reunión de trabajo mientras se cometió el multihomicidio.  

 
El testimonio de quien incriminó a Patishtán se levantó mientras el testigo se encontraba 

inconsciente, según expediente médico; además, el testigo afirmó inicialmente que Patishtán 
disparó de frente contra el vehículo e inmediatamente después afirmó que Patishtán le disparó por 
la espalda, la bala le entró por el estómago.  

 
Su detención se realizó por militares y sin que existiera orden de aprehensión.  
 
Patishtán afirma que la PGR le untó una sustancia desconocida en sus manos para que la prueba 

de uso de arma de fuego diera positiva.  
 
El día de hoy, en este Senado de la República, se aprueba una vez más, en congruencia, un 

dictamen con el compromiso que tenemos con el respeto a los derechos humanos.  
 
Lo que se propone no es una liberación del indulto, ni de mucho menos su aplicación 

generalizada como sustituto de la actividad jurisdiccional, sino solamente la creación de una 
alternativa para aquellos casos en que en el proceso jurisdiccional se hubieran constatado 
violaciones a los derechos humanos. 

 
Con la adición del artículo 97 Bis, se construirá el andamiaje para que todos los casos en que 

existan este tipo de violaciones puedan ser beneficiados con esta modalidad de indulto.  
 
En este mismo sentido, es que en la presente Legislatura hemos aprobado importantes reformas 

a la Ley General de Víctimas, reforma en materia de protección a periodistas, una nueva Ley de 
Amparo; de tal manera es el espíritu que motiva el trabajo para la reforma a la modernización de la 
justicia militar.  

 
Además, quiero destacar que la presente Legislatura, y en particular, la Comisión de Justicia, 

trabaja en el Código Nacional de Procedimientos Penales, que contribuye a la implementación de la 
reforma constitucional al sistema de justicia penal del 18 de junio de 2008.  

 
Este Código Nacional de Procedimientos Penales observa a lo largo de las diversas etapas del 

procedimiento, los mecanismos necesarios para garantizar a los imputados los derechos a una 
defensa adecuada y a un debido proceso, a efecto de que casos como el del profesor Patishtán no se 
vuelvan a repetir.  

 
Con la entrada en vigor del sistema acusatorio y la legislación procedimental única, se pretende 

evitar que un inocente sea condenado injustamente.  
 
Compañeras y compañeros, la aprobación que hicimos de este dictamen es un paso más en 

nuestro compromiso, como Senadores, para la consolidación de un sistema de justicia humano, 
eficaz y respetuoso, ante todo, de los derechos humanos.  

 
Muchas gracias.  



- La C. Presidenta Herrera Anzaldo: Gracias, Senadora Arely Gómez.  
 

Agotada la lista de oradores, realizaremos la votación nominal de la fe de erratas, presentada 
por el Senador Roberto Gil Zuarth. Háganse los avisos a los que se refiere el artículo 58 del 
Reglamento del Senado de la República para informar de la votación. Abrase el sistema electrónico 
de votación por tres minutos para recoger la votación nominal.  

 

 



 
 

- La C. Secretaria Palafox Gutiérrez: Señora Presidenta, conforme al registro en el sistema 
electrónico de votación, se emitieron 81 votos a favor y cero en contra.  

 

- La C. Presidenta Herrera Anzaldo: En consecuencia, queda aprobada la modificación. 
Aprobado el proyecto de Decreto por el que se adiciona un artículo 97 Bis al Código Penal Federal. 
Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos del artículo 72 constitucional.  
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MINUTA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTÍCULO 97 BIS AL CÓDIGO 
PENAL FEDERAL 

 
 
El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— 
Cámara de Senadores.— México, DF. 

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes. 

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a ustedes el expediente que contiene el proyecto de 
decreto por el que se adiciona el artículo 97 Bis al Código Penal Federal. 

Atentamente 

México, DF, a 23 de octubre de 2013.— Senador José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), vicepresidente.» 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de Senadores.— México, DF. 

Proyecto de Decreto 

Por el que se adiciona el artículo 97 Bis al Código Penal Federal 

Artículo Único. Se adiciona el artículo 97 Bis al Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 97 Bis.De manera excepcional, por sí o a petición del pleno de alguna de las Cámaras del Congreso 

de la Unión, el titular del Poder Ejecutivo federal podrá conceder el indulto, por cualquier delito del orden 
federal o común en el Distrito Federal, y previo dictamen del órgano ejecutor de la sanción en el que se 
demuestre que la persona sentenciada no representa un peligro para la tranquilidad y seguridad públicas, 
expresando sus razones y fundamentos, cuando existan indicios consistentes de violaciones graves a los 
derechos humanos de la persona sentenciada. 

El Ejecutivo federal deberá cerciorarse de que la persona sentenciada haya agotado previamente todos los 
recursos legales nacionales. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores. México, DF, a 23 de octubre de 2013.— Senadora Ana Lilia 
Herrera Anzaldo (rúbrica), vicepresidenta; senadora María Elena Barrera Tapia (rúbrica), secretaria.» 

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Túrnese a la Comisión de Justicia, para dictamen. 



COMISIÓN DE JUSTICIA

DICTAMEN A LA MINUTA CON PROYECTO DE
DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL

- . ARTÍCULO 97BIS AL CÓDIGO PENAL FEDERAL

HONORABLE ASAMBLEA;

Ala Comisión de Justicia de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, le fue turnada para su estudio ydictamen, la Minuta con Proyecto de Decreto por el que se adiciona
elArtículo 97Bis al Código Penal Federal.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 39, numeral 2y3; 45, numeral 6, incisos e) yf) ydemás relativos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción I; 81, numeral 1; 84; 85; 157,
numeral 1, fracción I; 158, numeral 1, fracción IV ydemás relativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presenta elsiguiente

dictamen

1. ANTECEDENTES:

1. Con fecha 18 de septiembre de 2013, el Pleno de la Cámara de Senadores dio cuenta de la Iniciativa
con Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley de Amnistía en favor de las personas en contra de
quienes se haya ejercitado acción penal con motivo de los hechos suscitados en los municipios Simojovel y
El Bosque del estado de Chiapas el dia doce de junio de dos mil, presentada por los Senadores Angélica
de la Peña Gómez yZoé Robledo Aburto, ambos del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, integrantes de la LXIl Legislatura del H. Congreso de la Unión.



LXI I L E GIS LAT U RA

CÁMARA DE DIPUTADOS

COMISION DE JUSTICIA

DICTAMEN A LA MINUTA CON PROYECTO DE

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL

ARTÍCULO 97 BIS AL CÓDIGO PENAL FEDERAL

2. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores, turnó la Iniciativa

referida a las Comisiones Unidas de Justicia y Estudios Legislativos, Segunda, para su estudio ydictamen.

3. Con fecha 01 de octubre de 2013, el Pleno del Senado de la República dio cuenta de la Iniciativa con

Proyecto deDecreto por el que se adiciona un articulo 97 Bis al Código Pena! Federal, presentada por los

senadores Roberto Gil Zuarth, Javier Corral Jurado, del Gmpo Parlamentario del Partido Acción Nacional;

Armando Ríos Piter, Manuel Camacho Solis yAngélica de la Peña Gómez, del Grupo Parlamentario de la

Revolución Democrática y Arely Gómez González, del Gmpo Pariamentario del Partido Revolucionario

Institucional, integrantes de la LXll Legislatura del H. Congreso de la Unión.

4. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de laCámara de Senadores, turnó la Iniciativa

a lasComisiones Unidas de Justicia y Estudios Legislativos, Segunda, para su estudio y dictamen.

5. Con fecha 23 de octubre de 2013, el Pleno de la Cámara de Senadores aprobó el dictamen con

Proyecto de Decreto por el que se adiciona un artículo 97 Bis al Código Penal Federal, mismo que

contempla las iniciativas antes referidas.

6. Con fecha 24 de octubre de 2013, el Pleno de la Cámara de Diputados dio cuenta de la Minuta con

Proyecto de Decreto por el que se adiciona un artículo 97 Bis al Código Penal Federal, tumándola a la

Comisión de Justicia, parasu estudio y dictamen.

il. CONTENIDO DE LA MINUTA:

La Minuta remitida por la Cámara de Senadores materia del presente dictamen, tiene como objeto

establecer una facultad excepcional al Ejecutivo Federal, para que por sí o a petición del Pleno de alguna

de las Cámaras del Congreso de la Unión, pueda conceder el indulto, por cualquier delito del orden federal
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Ocomún en ei Distrito Federal, y previo dictamen del órgano ejecutor de la sanción en el que se demuestre

que la persona sentenciada no representa un peligro para la tranquilidad yseguridad públicas.

Al respecto, se considera pertinente transcribir íntegramente el proyecto de decreto aprobado por la

Colegisladora y que a la letradice:

"Artículo 97 Bis. Demanera excepcional, porsí o a petición delpleno de alguna de las Cámaras

del Congreso de la Unión, el titular del Poder Ejecutivo federal podrá conceder el indulto, por

cualquier delito del orden federal o común en el Distrito Federal, y previo dictamen del órgano

ejecutor de la sanción en el que se demuestre que la persona sentenciada no representa un

peligro para la tranquilidad y seguridad públicas, expresando sus razones y fundamentos,

cuando existan indicios consistentes de violaciones graves a los derechos humanos de la

persona sentenciada.

El Ejecutivo federal deberá cerabrarse de que la persona sentenciada haya agotado

previamente todos losrecursos legales nacionales.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día. siguiente al de su publicación en el Diario

Oficial de la Federación."

11!. CONSIDERACIONES:

En ta Minuta materia de este dictamen, ia colegisladora refiere que si bien "no es claro el origen del indulto

como figura jurídica, parece existir un consenso en la doctrina que indica que su nacimiento atiende a la
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facultad de los reyes, soberanos de la tierra y de las leyes divinas, en quienes se depositaba lasoberanía y

elpoderpara hacery derogar las leyes, así como paracastigar losdelitos y también para perdonarlos.

Lo cierto es que el indulto ha estadopresente en la legislación nacional moderna desde la Constitución de

1857, la cualestablecía en su artículo 85, fracción XV, que el Presidente tenía la facultad de "conceder,

confonve a ¡as leyes, indultos a los reos sentenciados por delitos de la competencia de los tribunales

federales."

Asimismo, se señala que "por ser una facultad discrecional del Titular del Poder Ejecutivo Federal, el

indulto no cuenta con una regulación secundaria exhaustiva, limitándose a lo establecido en algunos

artículos del Código PenalFederaly del Código Federalde Procedimientos Penales."

Actualmente, podemos ubicar el indulto en el Titulo Quinto {Extinción de la Responsabilidad Penal),

Capítulo IV (Reconoc/m/enfo de inocencia e indulto) en los artículos 94, 95, 97 y 98 del Código Penal

Federa!, así como en el Código Federal de Procedimientos Penales en sus artículos 558 y 559, en el que

podemos advertir las siguientes características:

1. Solo puede concederse porel Ejecutiva Federal en uso de facultadesdiscrecionales;

2. Solo puede concederse a aquellos que cuenten con sentencia irrevocable;

3. No extingue la obligación de reparar el daño, pues solamente se perdona la pena y no el delito;

4. No implica rehabilitación de derechos;

5. Para otorgarlo, el Ejecutivo debe basarse en el dictamen dei órgano ejecutorde la sentencia;
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6. No puede otorgarse a sentenciado por traición a la Patria, espionaje, ten"orismo, sabotaje,

genocidio, delitos contra la salud, violación, delito intencional contra la vida y secuestro, ni de

reincidente pordelito intencional:

7. Solo puede otorgarse cuando el sentenciado presente un alto grado de reinserción social o no

represente peligro para ia tranquilidad yseguridad públicas, y

8. Solo puede concederse por delitos políticos o que hubieren tenido una motivación política o para

cualquier otro delito siempre y cuando ei sentenciado así lo solicite y acredite que ha realizado

importantes servicios a la Nación.

La Comisión Dictaminadora destaca que el proyecto que se presenta está motivado por situaciones en los

que personasque no tienen garantizado su derecho a una defensa adecuada, le son violados los principios

fundamentales del debido proceso y son sentenciadas con penas privativas de la libertad de manera

arbitraria, trayendo consigo consecuencias negativas en el sistema federal de justicia penal.

De esta manera, encontramos cabal justificación de lo que se pretende regular con la adición de un artículo

97 Bis al Código Penal Federal, en ¡os múltiples casos que se han presentado a lo largo de la historia de

nuestro país; ejemplos hay muchos, sin embargo el más reciente y que ha cobrado mayor relevancia en los

últimos meses, es el caso del profesor chiapaneco Alberto Patishtán, acusado por los delitos de lesiones,

homicidio calificado, robo calificado, daños y portación de armas de fuego de uso exclusivo del ejército,

annada y fuerza aérea, y que actualmente lleva encarcelado 13 años de unacondenade 60 años, tal como

se puede corroboraren diversos medios de comunicación y por el activismo de organizaciones sociales

tanto a nivel nacional como intemacional.

Ta! ha sido la relevancia de!caso Patishtán,que el Congresode la Unión se ha pronunciado sobre el tema,

con la presentación de diversas proposiciones con Punto de Acuerdo para exhortar a las autoridades
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competentes a resolver el caso en estricto apego a derecho y respeto a los derechos humanos y sus

garantías.

Entre las propuestas de nuestros compañeros legisladores, encontramos las siguientes:

1. Proposición con Punto de Acuerdo por el que se exhorta a la Procuraduría General de la República, a la

Secretaría de Seguridad Pública y a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos a emprender

acciones a favor de los integrantes de las comunidades zapatistas en Chiapas, presentada et 16 de octubre

de 2012 por e! Senador David Monreal Ávila, del Grupo Pariamentario del Partido del Trabajo, el cual

solicitaba:

SEGUNDO.- E¡ Senado de la República, exhorta a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia,

para que atraigan el caso de Alberto Patishtán Gómez y Francisco Sántiz López, presos políticos

de Chiapas, encarcelados injustamente, a fin de esclarecer los hechos que den inmediata libertad

a hs ya mencionados.

TERCERO.- ElSenado de la República, exhorta a la Comisión Nacional de Derechos Humanos, a

que en la medida de sus facultades, intervenga de manera inmediata en los casos de Alberto

Patishtán Gómez y Francisco Sántiz López, con el fín de vigilar y proteger sus derechos,

verificando que ei proceso se llevea cabo de manera legal."

2. Proposición con Punto de Acuerdo por la que exhorta al Ejecutivo Federal a conceder ei indulto al

ciudadano Alberto Patishtán Gómez, presentada el 03 de abril de 2013 por el Senador Adolfo Romero

Lainas, del Grupo Pariamentario del Partido de la Revolución Democrática, el cualsolicitaba:

"ÚNICO.- El Senado de la República, con absoluto respeto a la división de poderes, exhorta al

titular del Ejecutivo Federalen base a las atribuciones que le confiere la Constitución Política de
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los Estados Unidos Mexicanos en el artículo 89, en su fracción XIV, le conceda el indulto al

ciudadano Alberto Patishtén Gómez."

3. Acuerdo de la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados por el que expresa, con

pleno respeto a la independencia del Poder Judicial, su deseo de que la resolución definitiva, el Primer

Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito resuelva confomie a derecho y garantice plenamente el debido

proceso a Alberto Patishtán Gómez de acuerdo con los derechos humanos reconocidos en la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos y tratados intemacíonales de los que México es parte, aprobado

porel Pleno el 05 de septiembre de 2013, el cual solicitaba;

"ÚNICO: El pleno de la Cámara deDiputados, expresa, con pleno respeto a la independencia del

Poder Judicial, su deseo de que en la resolución definitiva, el Primer Tribunal Colegiado del

Vigésimo Circuito resuelva corifonve a derecho y garantice plenamente el debido proceso al

ciudadano Alberto Patishtán Gómez, de acuerdo con los derechos humanos reconocidos en la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los Tratados Intemacíonales de los que

México es parte."

Cabe señalar, que el caso de Alberto Pathistán si bien ha tomado relevancia, no es único, entre ellos se

pueden citar el de las mujeres otomíes Jacinta Francisco, Alberta Alcántara y Teresa González, en el

estado de Querétaro; y el de Francisco Sántiz, en el estado de Chiapas: sin embargo, hay muchos más

que por desgracia no han cobrado ia relevancia que merecen, razón por la cual este cuerpo colegiado

estima conveniente el establecimiento de mecanismos que intercedan en acciones como las antes

referidas paraqueestas no sigan siendo parte de lavida cotidiana.

Esta dictaminadora destaca quediversas organizaciones sociales yorganismos internacionales protectores

de derechos humanos, han manifestado su preocupación de que por razones de condición social y

pobreza, se han presentado casos en que las personas son condenadas por el sistema judicial federal o

local, por no contar con una adecuada defensa yla violación del debido proceso.
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En este sentido, se considera que una forma de revertir tal situación, es abrir la posibilidad de que, a través

de un indulto, el Ejecutivo Federal pueda otorgar la libertad y justicia a todas esas personas que

injustamente fueron condenadas por no contar con los medios legales para su defensa.

De esta manera, se estarían creando ias condiciones necesarias para las personas que se encuentren en

supuestos similares como los ya mencionados, a efecto de que éstas puedan alcanzar su libertad, cuando

existan indicios consistentes de violaciones graves a los derecíios humanos, siempre y cuando se hayan

agotado previamente todos los recursos legales nacionales.

Por otra parte, esta colegisladorá considera que el efecto que debe tener el indulto es el de excarcelar

inmediatamente al indultado. En efecto, el indulto, tal y como se desprende del Título Quinto del Código

Penal Federal, es una de las fomias a través de las cuales se extingue la responsabilidad penal, salvo por

lo que hace a la obligación de reparar el daño.

Ahora bien, debemos considerar que si el ejercicio de la facultad constitucional de perdón de! Ejecutivo

Federal tiene por efecto el extinguir la responsabilidad pena! en casi toda su extensión, esto significa que

dicha atribución conlleva forzosamente la atribución necesaria para evitar que se sigan vulnerando los

derechos humanos el indultado al pennitir que siga recluido cuando ya no debeestarlo.

De estimar lo contrario, no sólo se incumría en una violación innecesaria a los derechos del ya indultado,

sino que además se retardaría de forma innecesaria su liberación ya que se dejaría su salida a

determinaciones administrativas o judiciales menores que nada tienen tjue ver con su responsabilidad

penal.

Es por lo anterior que resulta necesario considerar que el indulto presidencial siempre tendrá como efecto

el mandatar el órgano administrativo con^espondiente la excarcelación inmediata de la persona que haya
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sido indultada. Lo anterior en la inteligencia de que también será necesaria notificar a las autoridades

judiciales correspondientes para losefectos que procedan.

La refomia que se plantea permitirá dar cabal cumplimiento de los derechos fiumanos contenidos en

diversos instrumentos internacionales suscritos por el estado mexicano, así como lo establecido en el

artículo 1" de nuestra Carta Magna.

Finalmente, la Comisión Dictaminadora considera que en ningún momento se vulnera el principio de

división de poderes, toda vez que la propuesta que se presenta no interfiere con las atribuciones que tiene

el Poder Judicial de la Federación, ya que deberán cumplirse los requisitos preestablecidos, para que el

Ejecutivo Federal puedaejercerla facultad de concederel indulto de manera excepcional.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión de Justicia, resolvió aprobar en sus términos la

minuta remitida por el Senado de ia República, para los efectos de 1a fracción A del artículo 72

constitucional, por lo que se somete a consideración de esta soberaníael siguiente

PROYECTO DE DECRETO

POREL QUE SEADICIONA UN ARTÍCULO 97 BIS AL CÓDIGO PENAL FEDERAL

Artículo Único. Se adiciona el artículo 97 Bis al Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 97 Bis. De manera excepcional, por sí o a petición del pleno de alguna de las Cámaras del

Congreso de ta Unión, e! titular del Poder Ejecutivo Federal podrá concederel indulto, por cualquier delito

del orden federal o común en el Distrito Federal, y previo dictamen del órgano ejecutor de la sanción en el

que se demuestre que la persona sentenciada no representa un peligro para la tranquilidad y seguridad

públicas, expresando sus razones y fundamentos, cuando existan indicios consistentes de violaciones

graves a los derechos humanosde la persona sentenciada.
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El Ejecutivo Federa! deberá cerciorarse de que la persona sentenciada liaya agotado previamente todos

los recursos legales nacionales.

TRANSITORIO

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la

Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2012.
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29-10-2013 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo 97 Bis al 

Código Penal Federal. 
Aprobado en lo general y en lo particular, por 442 votos en pro, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se turnó al Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales. 
Gaceta Parlamentaria, 29 de octubre de 2013. 
Discusión y votación, 29 de octubre de 2013. 

 
 
 
DISCUSIÓN DEL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE JUSTICIA, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 
QUE SE ADICIONA UN ARTÍCULO 97 BIS AL CÓDIGO PENAL FEDERAL 

 
 
El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: Por instrucciones de la Presidencia, en votación económica 

se consulta a la asamblea si se autoriza que el dictamen de la Comisión de Justicia se someta a discusión y 
votación de inmediato. Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las 
diputadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, diputado 
presidente. 

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Se autoriza. En consecuencia, está a discusión. 

Tiene el uso de la palabra el diputado Fernando Bribiesca Sahagún, para fijar la postura del Grupo 
Parlamentario del Partido Nueva Alianza. 

El diputado Fernando Bribiesca Sahagún: Gracias, presidente. Compañeras y compañeros diputados, el 

proceso de procuración y administración de justicia en nuestro país presenta problemas estructurales y de 
operación. Existen muchos mexicanos que no tienen garantizado su derecho a una defensa adecuada y en 
algunos casos se violan los principios fundamentales del debido proceso, siendo sentenciados con penas 
privativas de su libertad de manera injusta. 
 
Este dictamen es contundente y recoge la preocupación e indignación de la sociedad civil frente a una 
profunda inequidad procesal que atenta contra un Estado de derecho constitucional. 

Las faltas procesales han sido documentadas por diversas organizaciones no gubernamentales nacionales e 
internacionales que han conocido el caso. Se ha exhibido la violación del debido proceso, pues desde la etapa 
de averiguación previa la detención, la causa penal y los recursos legales de la misma se cometieron diversas 
irregularidades. 

El caso ha llamado la atención internacional por sus inconsistencias e incongruencias. ¿Cómo es posible 
probar que a una sola persona, el profesor Alberto Patishtán Gómez, se le haya considerado como el autor 
intelectual y material en el homicidio de siete policías estatales fuertemente armados y con entrenamiento 
táctico? 

Existen cientos de casos como los del profesor Patishtán, que se reproducen diariamente en nuestro país, y 
ello debe llevarnos a nosotros, como legisladores, a repensar en un sistema de procuración y administración 
de justicia pronta, expedita y realmente justa. Se debe revisar la legislación sustantiva y adjetiva para evitar 
este tipo de casos. 

La población tiene que contar con la certeza de que las leyes son imparciales, generales y abstractas, y que la 
actuación de las autoridades estará siempre apegada a derecho. La violación de derechos fundamentales y 
procesales no puede ser pasada por alto por ningún órgano deliberativo, democrático y mucho menos cuando 
ese órgano es el encargado de crear y modificar leyes que rigen a toda la sociedad. 

La iniciativa, motivo del presente dictamen, no solo atiende un caso de injusticia evidente, sino que abre la 
puerta para que este órgano parlamentario analice, discuta y proponga diversas alternativas para atender este 
tipo de casos. 
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En Nueva Alianza estamos a favor del dictamen de la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un 
artículo 97 Bis al Código Penal Federal, por el que de manera excepcional por sí o a petición de las Cámaras 
del Congreso de la Unión o de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el titular del Poder Ejecutivo federal 
podrá conceder el indulto por cualquier delito del orden federal o común en el Distrito Federal, y previo 
dictamen del órgano ejecutor de la sanción en el que se demuestre que la persona sentenciada no representa 
un peligro para la tranquilidad y seguridad pública. 

Con la aprobación de este dictamen se hará justicia al profesor Patishtán. Pero también a todos los que como 
él se encuentran injustamente presos. Para salvaguardar el equilibrio de poderes y que esta figura no se 
convierta en una herramienta generalizada, que trasgreda las atribuciones del Poder Judicial de la 
Federación, se aclara que solo podrá ser otorgada de manera excepcional. 

La propuesta ayuda a cumplir con los derechos humanos contenidos en diversos instrumentos internacionales 
suscritos por México, así como en lo establecido en el artículo 1o. de la Constitución Política Mexicana. 

Se reafirma el respeto incondicional de los derechos fundamentales de las personas sujetas a proceso penal. 
Por eso el Grupo Parlamentario Nueva Alianza refrenda su compromiso de justicia para todos los mexicanos y 
votará a favor del presente dictamen, que brinda la posibilidad de excarcelar a un hombre inocente, a quien un 
sistema deficiente le ha dado la espalda. Es cuanto, señor presidente. 

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Muchas gracias, señor diputado don Fernando Bribiesca 

Sahagún. Tiene el uso de la palabra la diputada Zuleyma Huidobro González, para fijar la postura del Grupo 
Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

La diputada Zuleyma Huidobro González: Con su permiso, presidente. En primer lugar, debo reconocer la 

discusión que se dio sobre este dictamen en la Comisión de Justicia, así como la sensibilidad de las diputadas 
y los diputados, al observar ciertas deficiencias jurídicas a la minuta del Senado y por su voluntad para poder 
transitar a este tema. De igual manera, debo reiterar la voluntad de Movimiento Ciudadano para mejorar el 
mismo. 
 
En la minuta enviada por el Senado se está adicionando un artículo, el 97 Bis, para facultar —entre otras 
cosas— al pleno de alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión para pedir al Ejecutivo federal conceda 
el indulto. Esto es lo rescatable, porque como sabemos, en el artículo 89 fracción XIV de la Constitución, ya 
está la facultad del Ejecutivo de conceder, conforme las leyes, indultos a los reos sentenciados por delitos de 
competencia de los tribunales federales y a los sentenciados por delitos del orden común en el Distrito 
Federal. 

Es decir, el indulto —como sabemos— ya se encuentra contemplado en la Constitución, pero ahora el Poder 
Legislativo tendrá la facultad para solicitar al Ejecutivo que lo conceda. Y esto cobra una gran importancia, 
porque una de las manifestaciones más claras del deterioro institucional en el país es sin duda alguna la 
procuración e impartición de justicia. 

Los procedimientos en materia que van desde la presentación del probable responsable ante la autoridad 
competente, el conjunto de acciones a cargo de la defensa y de la parte acusadora, hasta la sentencia emitida 
por el juez pueden ser objeto de un sinnúmero de cuestionamientos. La vulneración a los derechos más 
elementales de las personas en esta materia, que van desde actos de tortura, aislamiento, incomunicación, 
detenciones arbitrarias, no ser informado sobre la razón de la detención, entre otros. 

Conductas violatorias a prerrogativas constitucionales del detenido, materializadas principalmente por 
integrantes de las corporaciones policiacas y el Ministerio Público, que sin duda alguna provocan importantes 
consecuencias jurídicas en un proceso, el cual ya se encuentra viciado de origen. 

En la práctica, es muy común que sea la autoridad quien designe al defensor, principalmente por un motivo 
preponderantemente económico, cuando el acusado no cuenta con los medios para contratar un abogado 
particular. 
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El estudio denominado La cárcel en México: ¿Para qué?, revela que alrededor del 78 por ciento de los 
indiciados recurren a los servicios de los representantes legales del Estado, pero también en un 45 por ciento 
de las ocasiones estos son reemplazados por uno privado, cuando en opinión de los acusados y de sus 
familias consideraron que no hacían nada para defenderlos. 

Sin lugar a dudas el derecho a una defensa adecuada no se agota con la designación de un defensor de 
oficio, cuando éstos con motivo de la carga de trabajo se ven obligados a tener que atender varias audiencias 
en forma simultánea, lo que les impide estar presentes en éstas, o a poderse entrevistar con su cliente antes 
de que rinda su declaración. 

Tan es así que, de conformidad con el informe rendido por la Dirección de Defensoría de Oficio y Orientación 
Jurídica del Distrito Federal, solo en esta demarcación territorial, en 2012, los defensores de oficio capitalinos 
atendieron un total de 11 mil 242 asuntos en materia penal y justicia para adolescentes. 

Las cifras hablan por sí solas, al grado de convencernos de que la justicia en nuestro país lamentablemente 
adolece de asimetrías económicas, ya que esta se vende y compra al mejor postor y que, por tanto, las 
cárceles en la mayoría de los casos alojan casi en exclusiva a los presuntos culpables —por la comisión de 
hechos delictivos— de más bajos recursos del país. 

Como lo hemos visto en aquellas situaciones en la que la tercia indígena, procesado y víctimas se alinean 
casi naturalmente, pues según la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, durante el 
año 2012, un total de 8 mil 502 indígenas fueron encarcelados ilegalmente acusados por delitos, tanto del 
fuero común como del federal. Por delitos contra la vida y la integridad física. Por delitos patrimoniales o 
contra la salud. Pero que en la gran mayoría de los casos eran susceptibles de libertad bajo caución. Sin 
embargo, no pudieron ser beneficiados por esta alternativa por no contar con el dinero para el pago de la 
fianza, o porque no se les designó un traductor. 

Lo anterior es motivo de una profunda preocupación, que las autoridades encargadas de la procuración e 
impartición de justicia decidan ignorar las graves irregularidades en los procesos penales en los que se han 
visto involucrados connacionales de origen indígena, como fue el caso, por ejemplo, de Jacinta Francisco, 
Teresa González y Alberta Alcántara, tres mujeres indígenas que en 2010 fueron liberadas luego de casi 
cuatro años en prisión, acusadas por presuntamente secuestrar a seis agentes federales, una vez que la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que hubo inconsistencias en el proceso que condujo a su 
detención. 

En atención a la imperante necesidad de mecanismos que permitan cumplir con la garantía y protección a los 
derechos constitucionalmente reconocidos a todos los ciudadanos, en igualdad de condiciones, es que 
consideramos que la propuesta a incorporar una nueva variante para hacer justicia en aquellos casos en las 
que las violaciones procesales hubiesen sido tales, que hubieran acarreado la imposibilidad de la persona 
sentenciada de defensa es correcta. 

No obstante, es de considerarse que en ningún momento la autonomía del Poder Judicial puede estar 
supeditada a la indiscriminada voluntad del Ejecutivo, por lo que esta facultad que se le reconoce debe estar 
siempre fiscalizada bajo el más estricto escrutinio. 

Por lo anteriormente expuesto, Movimiento Ciudadano votará a favor del presente dictamen. Muchas gracias. 

Presidencia del diputado José González Morfín 

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias, diputada. Tiene ahora la palabra el diputado Mario 
Francisco Guillén Guillén, del Grupo Parlamentario del Partido Verde. 

El diputado Mario Francisco Guillén Guillén: Con su venia, diputado presidente. Compañeras diputadas y 

diputados, el día de hoy se discutió en el seno de la Comisión de Justicia de esta Cámara de Diputados un 
proyecto para adicionar en el Código Penal Federal el artículo 97 Bis cuya finalidad es establecer en la ley 
punitiva una modalidad de la figura ejecutiva conocida como indulto. Por ello quiero manifestarles a ustedes 
estas reflexiones en torno al dictamen que hoy estamos discutiendo. 



4 

 

El indulto es una competencia reconocida en nuestro orden jurídico, concretamente en la fracción XIV del 
artículo 89 de nuestra Constitución y en algunos artículos del Código Penal Federal, y se concibe como una 
facultad de la Presidencia, una facultad exclusiva del presidente de la República. 

Subrayamos la exclusividad del presidente para dictar el llamado perdón político y nadie dice ni apoya lo 
contrario, pues de hacerlo se atenta contra lo que hoy se encuentra establecido en nuestra Norma 
Fundamental. 

Por ello, en aras de no producir una contravención a lo descrito, pero conscientes de la importancia de la 
justicia, como todo ser humano, en que se plantea establecer en una ley secundaria la posibilidad excepcional 
de que el Congreso de la Unión, o el pleno de alguna de las Cámaras solicite un indulto ante ello, el Ejecutivo 
federal decidirá, en definitiva, si procede o no el mismo. 

Esta medida es tendente a beneficiar a quienes se hayan privados injustamente de su libertad, pues éste es 
un derecho fundamental, primordial para la dignidad de las personas. 

El objeto de este procedimiento legislativo es atender las demandas de todos los seres humanos. Y digo de 
todos, de todas las personas, pues este tema genera debate en círculos diversos de la sociedad, en los 
medios de comunicación, incluso al seno aquí de la Cámara de Diputados y nos estamos refiriendo al caso del 
profesor Alberto Patishtán. 

El profesor Patishtán —chiapaneco, igual que su servidor— ya lleva 13 años encarcelado y son varias las 
voces que se han elevado y han clamado por su libertad y no han sido escuchadas. Desde organizaciones 
sociales hasta el Ejecutivo estatal de mi estado, Manuel Velasco, han buscado por diversas alternativas que 
sea liberado. 

Estamos conscientes de que en esta soberanía se legisla para beneficiar a la generalidad. Es un atributo de la 
norma que las leyes aplican para todos y jamás vamos a legislar para un individuo en particular. Pero sí nos 
damos cuenta de que el caso de Alberto Patishtán no es un caso único, es un caso que se repite 
constantemente. 

Por eso nosotros decimos que: Nunca jamás una persona encarcelada injustamente. Nunca más una persona 
encarcelada sin el debido proceso. Nunca más un caso como el de Alberto Patishtán. Desde esta máxima 
tribuna elevamos nuestra voz para su liberación. 

Por esta razón, votaremos a favor del dictamen puesto a discusión, pues desde nuestra perspectiva, desde la 
perspectiva del Partido Verde, el Congreso de la Unión tendrá la posibilidad de solicitar al Ejecutivo un indulto 
para la persona determinada. Es cuanto, presidente. Muchas gracias por su atención. 

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias, diputado. Tiene ahora el uso de la tribuna el 
diputado Carlos de Jesús Alejandro, del Grupo Parlamentario del PRD. 

El diputado Catalino Duarte Ortuño (desde la curul): Presidente. 

 
El Presidente diputado José González Morfín: A ver, sonido en la curul del diputado Catalino Duarte. 

Dígame, diputado, ¿con qué objeto? 

El diputado Catalino Duarte Ortuño (desde la curul): Le agradezco la oportunidad que me da para emitir una 

opinión muy rápida en relación a esta posible iniciativa que hoy seguramente va a ser aprobada. Dejar 
constancia en esta Cámara y principalmente al pueblo de México que me escucha, de que ésta es una 
iniciativa que en el fondo no va resolver el problema. 

Oportunamente la izquierda presentó una iniciativa que tiene que ver con el tema de procuración de justicia, y 
éste es el reflejo de que el sistema de procuración de justicia en nuestro país deja mucho que desear. 
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Espero que las fracciones parlamentarias, tanto de Acción Nacional, del PRI, de Nueva Alianza, del PT, de 
Movimiento Ciudadano, le entremos verdaderamente a una reforma integral de la procuración de justicia en 
este país. 

Finalmente lleva dedicatoria este asunto, para una persona que le fueron violados sus derechos humanos, sus 
garantías constitucionales. Pero insisto —y me refiero al pleno– no va a resolver el fondo del asunto. Le 
agradezco, señor presidente. 

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias, diputado. Adelante, diputado Carlos de Jesús 
Alejandro. 

El diputado Carlos de Jesús Alejandro: Muchas gracias, señor presidente. Sin duda hoy es un día histórico 

para este honorable Congreso de la Unión, puesto que con este dictamen a la minuta con proyecto de decreto 
por el que se adiciona el artículo 97 Bis al Código Penal Federal, para que el Ejecutivo pueda otorgar indulto 
cuando se verifique que existieron violaciones graves a los derechos humanos del sentenciado y en 
consecuencia al debido proceso, abre las puertas para hacer justicia ante una gran injusticia cometida durante 
más de 13 años a un caso paradigmático, que mis compañeras diputadas y mis compañeros diputados que 
me antecedieron han comentado, el caso del profesor Alberto Patishtán Gómez. 
 
A nombre del grupo parlamentario —y en específico también agradecer al diputado Víctor Nájera, coordinador 
de nuestro grupo de la coordinación de derechos humanos— hemos venido insistiendo y trabajando. Y 
presentamos desde hace varios meses una iniciativa, un punto de acuerdo para indultar desde aquel entonces 
al profesor Alberto Patishtán, a todas luces ante una injusticia cometida durante muchos años. 

En los últimos años la Comisión Nacional de los Derechos Humanos ha documentado más de 8 mil casos de 
presos indígenas a los cuales se les ha violentado su derecho al debido proceso, por ser monolingües y por 
no contar con intérpretes y traductores en sus lenguas respectivas. Y si los cuentan, difícilmente a veces 
hablan la variante lingüística de su lugar de origen. 

Además, en muchos de los casos es porque no cuentan con una defensa adecuada cuando de defensores de 
oficio se trata y estos no se dan abasto para defender a los sentenciados. 

Igualmente, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos manifiesta que el Estado mexicano es 
responsable de que no se cuenten con jueces, ministerios públicos y defensores públicos con conocimientos 
de los usos y costumbres de las especificidades y de los contextos socioculturales de los indígenas, del 
dominio de su idioma que se habla en cada una de las regiones del país, tal como lo señala el artículo 2o. 
constitucional, que para que la población indígena acceda plenamente a la jurisdicción del Estado deben tener 
el derecho de contar con traductores en lenguas indígenas los internos y procesados indígenas. 

Hoy la aplicación armonizada contenida en el artículo 2o. constitucional con el 1o., obliga a las autoridades a 
guiarse en su actuación por los principios de interpretación, conforme y pro persona para lograr que los 
indígenas tengan acceso a la plena justicia que imparte el Estado mexicano, atendiendo en todo momento a la 
pertinencia cultural de las comunidades indígenas y de la identidad a la que pertenecen. 

De estos 8 mil presos indígenas en nuestro país existen casos paradigmáticos, por las evidentes violaciones a 
los derechos y las garantías del debido proceso, contraviniendo los estándares internacionales mínimos en la 
materia. Desafortunadamente esto representa una práctica sistemática y reiterada en el Estado mexicano y no 
un caso aislado. Lo que aleja al Estado mexicano de un sistema de justicia acorde al rostro pluricultural y 
plurilingüe de nuestro país, como está consagrado en el artículo 2o. constitucional. 

En este contexto, podemos citar algunos ejemplos, como el caso de los indígenas: Alejandro Díaz Santis, 
Antonio Estrada Estrada, Miguel Demeza Jiménez, quienes han sido incriminados, procesados y sentenciados 
en delitos que no cometieron, lo que evidencia la violación a su derecho al debido proceso, por lo que diversas 
organizaciones civiles se han pronunciado por su liberación. Y el caso más paradigmático —repetimos— es el 
caso del profesor Alberto Patishtán Gómez, quien lleva más de 13 años injustamente encarcelado en el 
estado de Chiapas. 
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Cabe destacar también otro caso reciente, paradigmático, como es el caso de los compañeros de la 
Coordinadora Regional de Autoridades Comunitarias, mejor conocidos como la Policía Comunitaria, que lleva 
un ejercicio de este derecho de más de 17 años en el estado de Guerrero. 

El caso también paradigmático de la compañera hermana Nestora Salgado García, quien fue aprehendida por 
el Ejército y la Marina, sin orden de aprehensión y condenada a una incomunicación por varios días. Hoy es la 
fecha que sus familiares se quejan que no tienen comunicación cotidiana con ella, contraviniendo también su 
derecho. 

Pido un poco de tolerancia, señor presidente, para concluir. No podemos permitir que los abusos, prejuicios, 
discriminación, explotación, sojuzgamiento y opresión sigan vigentes, como si las y los indígenas no formaran 
parte de la nación mexicana. 

Muchos casos que hemos conocido nos recuerdan que las condiciones de exclusión social hacia los pueblos 
indígenas no han terminado, particularmente en Chiapas, Guerrero y Oaxaca donde hay una gran 
diferenciación racial y donde la cárcel parece ser el refugio seguro para indígenas por delitos menores o por 
delitos que no cometieron, pero que la incriminación es más fácil que seguir la huella de los verdaderos 
delincuentes. 

Sobre el documento que nos ocupa, hay que señalar que la representante en México de la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos se ha pronunciado también a favor de este 
dictamen, pues cumple con los estándares internacionales en materia de derechos humanos, como el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 9, y la Convención Americana de Derechos 
Humanos, en su artículo 7. 

La representante de la Oficina del Alto Comisionado agrega además que el proyecto de decreto está en 
consonancia con el contenido de la importante reforma constitucional al artículo 1o., en materia de derechos 
humanos de junio de 2011, que consagra el derecho a la reparación por las violaciones a los derechos 
humanos. 

Hoy —repito— en esta honorable Cámara de Diputados haremos justicia al votar a favor este dictamen, donde 
—sin duda— también superaremos una gran injusticia cometida en contra del profesor Alberto Patishtán. 

Por las anteriores consideraciones el voto de nuestro grupo parlamentario será a favor. Es cuanto, señor 
presidente. 

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias, diputado. Saludamos la presencia del contador 

público Eusebio González Rodríguez, presidente municipal de Olinalá, que está aquí invitado por el diputado 
Manuel Añorve. Bienvenido a la sesión. 

Tiene la palabra el diputado Juan Jesús Aquino Calvo, del Grupo Parlamentario del PAN. 

El diputado Juan Jesús Aquino Calvo: Con su permiso, ciudadano presidente. 

 
El Presidente diputado José González Morfín: Adelante, diputado. 

El diputado Juan Jesús Aquino Calvo: Compañeras y compañeros diputados, el pensamiento de Acción 

Nacional está inspirado en la vigencia universal de los derechos humanos y su respeto pleno. Siempre hemos 
trabajado también por generar normas e instituciones que los garanticen. 

Reconocemos también en Acción Nacional la división de poderes, como un elemento fundamental del 
fortalecimiento democrático y promovemos en todo momento el respeto a las determinaciones judiciales. 

El dictamen que hoy nos ocupa resulta de lo más pertinente, en un momento en el que somos testigos de 
diversos casos en los que parece que la justicia no llega para todos; en el que los derechos humanos de 
ciudadanos mexicanos son violados sistemáticamente sin que haya una autoridad superior que pueda impartir 
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justicia ante casos que pudieran ser ni claros ni contundentes y que han sido en muchos momentos 
socialmente recriminados. 

Existen lamentables casos en los que personas sentenciadas resultan a la postre ser inocentes, por lo que la 
injusta condena que recibieron y la consecuente privación de su libertad solo pueden explicarse como una 
constante y sistemática violación de sus derechos humanos. 

Es aquí donde llegamos al maestro Alberto Patishtán, maestro tzotzil encarcelado desde el año 2000 por 
acontecimientos y hechos que se suscitaron y por los cuales desgraciadamente fue señalado en algún 
momento, sin contar con el debido proceso y sin que las pruebas fueran objetivas y valoradas de manera 
puntual por los órganos jurisdiccionales. 

Es aquí donde se abre la oportunidad de hacer justicia a una persona que desde hace 13 años ha estado 
evidenciando ante toda autoridad judicial su inocencia. Es aquí donde podemos y debemos nosotros —los 
legisladores de México— darnos la oportunidad de hacer justicia a los más pobres, a los que menos tienen, a 
aquellos que desgraciadamente por su situación social, como es el caso de Alberto Patishtán, quien es parte 
de un orgulloso grupo originario tzotzil chiapaneco, padece al estar encarcelado. 

También mencionar que debemos tomar en cuenta que algunas organizaciones sociales y organismos 
internacionales que velan por los derechos humanos han manifestado ya su preocupación de que por razones 
de condición social y pobreza existente en nuestro país, muchas personas, particularmente pertenecientes a 
pueblos originarios de México, están cumpliendo una condena ya que no contaron con una adecuada defensa 
y en algunos casos fueron víctimas de la violación a su derecho de debido proceso. 

Se abre la puerta de justicia para todas y todos ellos. Sin embargo, señoras y señores diputados, también esta 
adición de un artículo 97 Bis, que señala: De manera excepcional, por sí o a petición del pleno de algunas de 
las Cámaras del Congreso de la Unión, el titular del Poder Ejecutivo federal podrá conceder el indulto por 
cualquier delito del orden federal o común en el Distrito Federal y previo dictamen del órgano ejecutor de la 
sanción, en el que se demuestre que la persona sentenciada no representa un peligro para la tranquilidad y la 
seguridad pública, expresando sus razones y fundamentos cuando existan indicios consistentes de 
violaciones graves a sus derechos humanos. 

Si aún teniendo esta herramienta, señoras y señores diputados, también en Acción Nacional estaremos 
vigilantes para que el Ejecutivo federal cuando ejerza por sí la facultad discrecional que se le confiere, lo haga 
con absoluta responsabilidad y en estricto apego al supuesto normativo que lo sustenta. 

En todo momento estaremos atentos y seremos celosos vigilantes del ejercicio —como estoy seguro lo 
haremos— con la plena responsabilidad al hacerlo nosotros en el pleno. 

Señoras y señores, Acción Nacional está a favor de la justicia, está a favor del respeto pleno a los derechos 
humanos, está a favor que personas como el maestro Alberto Patishtán puedan ser beneficiados a través de 
esas herramientas legales que evidentemente dan cuenta, de manera excepcional, de que tenemos que 
trabajar en fortalecer también nuestro sistema judicial. Muchas gracias. 

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas gracias, diputado. Tiene ahora el uso de la voz para 
fijar la posición del Grupo Parlamentario del PRI el diputado Simón Valanci Buzali. 

El diputado Simón Valanci Buzali: Con la venia de la Presidencia. Compañeras y compañeros legisladores, 

en México el sistema de justicia penal se encuentra plagado de irregularidades y vicios tales como 
detenciones ilegales, fabricación de pruebas, torturas y falta de traductores, con lo que se ve vulnerado el 
derecho a contar con una defensa adecuada. 
 
De acuerdo con la Encuesta de Población en Reclusión realizada por el CIDE, el 93 por ciento de los presos 
nunca vio una orden de aprehensión, el 50 por ciento no fue informado de los motivos de su detención, sino 
hasta llegar a la agencia del Ministerio Público y el 10 por ciento incluso en el reclusorio. El 72 por ciento no 
fue informado de su derecho a no declarar y en 70 por ciento de los casos ni siquiera se les dijo que podían 
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realizar una llamada telefónica. De igual forma, la mitad de los internos no contó con un abogado en el 
momento de su detención. 

Las 418 prisiones se encuentran diseñadas para albergar a 187 mil reos. Sin embargo, actualmente se 
encuentran recluidas 230 mil 943 personas, lo que significa que existe una sobrepoblación de 43 mil 913 
personas internas. 

Uno de los grandes problemas que existen en la justicia mexicana es la marginación y la discriminación de las 
que son víctimas los pueblos indígenas, colocándolos en una situación de desigualdad y desventaja, toda vez 
que los procesos penales a los que se enfrentan se llevan a cabo sin la intervención de un intérprete y sin la 
asistencia de un defensor. 

De las 400 mujeres indígenas que se encontraban en prisión a finales del año 2009, el 63 por ciento no contó 
con un intérprete, en el 29 por ciento de los casos se desconoce si lo tuvieron o no y solo el 8 por ciento de 
estas mujeres contó con este servicio. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos reportó que hasta el mes de julio del año 2012 había 8,530 
personas indígenas recluidas, de las cuales 7,715 fueron aprehendidas por delitos del fuero común y 815 por 
delitos del fuero federal. 

Lamentablemente la visión que se tiene de nuestro sistema de justicia es compartida por algunas 
organizaciones internacionales. De acuerdo al ranking de World Justice Proyect, presentado en el mes de julio 
en La Haya, México se ubica en el puesto 90 entre 97 países en lo que respecta a la aplicación de la justicia 
penal, lo que es claro cuando en este país un acusado está obligado a demostrar su inocencia cuando la 
misma ley establece lo contrario. 

Si bien es cierto que la elaboración del presente dictamen, a través del cual se establecen reformas para el 
otorgamiento del indulto por parte de la Presidencia de la República, tuvo como justificación la injusta 
sentencia dictada en contra del maestro Alberto Patishtán, también creemos que brindará una esperanza de 
justicia a otras personas que hayan sido condenadas injustamente. 

Es por esto que el Grupo Parlamentario del PRI se pronuncia a favor del presente dictamen, aunque 
reconocemos que estaría pendiente de analizarse una adición posterior que permita a las víctimas ejercer su 
derecho de audiencia de forma previa al otorgamiento de esta causal de extinción de la acción penal. 

Compañeras y compañeros legisladores, pocas veces como ahora es tan afortunado citar a Miguel de 
Cervantes Saavedera, quien padeciera prisión injusta en el norte de África, y por cuenta del Caballero de la 
Triste Figura, expresara lo siguiente: 

La libertad es uno de los más preciosos dones que a los hombres dieron los cielos. Con ella no pueden 
igualarse los tesoros que encierra la tierra ni el mar en cumbre. Por la libertad, así como la honra, se puede y 
debe aventurar la vida, y por el contrario, el cautiverio es el mayor mal que puede venir a los hombres. Es 
cuanto, señor presidente. Muchas gracias. 

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias, diputado. Tiene ahora la palabra para hablar a favor 

del dictamen el diputado Ricardo Monreal Ávila. 

El diputado Marcos Rosendo Medina Filigrana (desde la curul): Presidente. 

 
El Presidente diputado José González Morfín: Dígame, diputado. Sonido en la curul del diputado Medina 
Filigrana. 

El diputado Marcos Rosendo Medina Filigrana (desde la curul): Muchas gracias, diputado presidente, le 
agradezco. 
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Muy breve. Simplemente para decir que quisiera que quedara en el acta que voy a acompañar con mi voto 
este dictamen. Pero sí quiero que quede asentado que tengo serias dudas en cuanto a su aplicación, en el 
sentido que aquí se ha manifestado que pudiera ser útil para un caso específico del estado de Chiapas 

Creo que ahí hubo un error de redacción. Creo que va a quedar constreñido nada más al Distrito Federal, en 
los términos legales, y por lo tanto voy a votar a favor, pero sí quería que mis dudas quedaran expresadas y 
asentadas. Muchas gracias, diputado presidente. 

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias, diputado. Ya quedó asentada su intervención. 
Adelante, diputado Monreal. 

El diputado Ricardo Monreal Ávila: Ciudadano presidente, ciudadanos legisladores, no pude sustraerme al 

debate. Había pensado no participar, porque en el fondo subyace corregir una injusticia, quizá no sea la mejor 
forma de corregirla. También subyace en el fondo de este asunto un déficit de justicia, órganos de procuración 
y administración de justicia que se han ausentado de su función. Es el caso más paradigmático de 
irresponsabilidad jurídica, pero también es el caso más paradigmático de perversión y desvío de los principios 
que sostienen la justicia. 
 
Hoy estamos frente a eso, ministerios públicos y jueces, magistrados que fueron incapaces de revertir una 
injusticia, confirmaron su miopía y su actitud parcial. Demostraron que la justicia no existe y que se encuentra 
al servicio del dinero, del poder, de los poderosos, del mejor postor. 

¿Qué es el indulto? Todos lo saben. El indulto es una figura jurídica que ha sido vista como un derecho de 
gracia, o como el perdón respecto de una pena. El indulto en nuestro país se ha entendido como un acto cuasi 
político. 

Aunque es una facultad conferida al Poder Ejecutivo que le permite modificar una sentencia ejecutoriada de 
un juez, en estricto sentido podemos decir que este acto ostentado por el Ejecutivo, que le confiere la 
posibilidad a un presunto responsable o juzgado, ya reo, una pena o bien conmutarla. Pero también tengo 
serias dudas, por eso les decía que aunque estoy de acuerdo en el fondo, no pude sustraerme al debate. 

Fíjense ustedes, ¿qué es lo que está haciendo el Congreso? El Congreso está modificando o adicionando un 
artículo en el Código Penal Federal. Y ahí dice que a petición de una de las Cámaras del Congreso, el 
presidente de la República podrá indultar. 

Primero, los que son abogados, aficionados del derecho o que tienen sentido común, se vulnera uno de los 
principios de la ley: las características de la ley son generalidad, obligatoriedad y abstracción. 

¿Qué quiere decir abstracción? Que tenemos que legislar de manera general, sin que sea orientada la ley que 
se modifica a una persona, aunque se trate de corregir una injusticia. 

¿Pero qué es lo que va a suceder? Aquí no estamos tratando nada del indulto, bastaría con que las Cámaras 
de manera unánime le solicitaran al presidente de la República que se indultara a Alberto Patishtán. Sin 
embargo, ahora estamos dándole la vuelta modificando un artículo o adicionando una fracción al 97, 
otorgándole el 97 Bis, y estableciendo que una de las Cámaras puede solicitarle al presidente se indulte. El 
presidente no necesita que una de las Cámaras le solicite, es una facultad discrecional del presidente indultar 
a sentenciados. 

Incluso hay excepciones. No podrá indultar a un traidor a la patria, a propósito de las leyes que están 
emitiendo la mayoría mecánica. No podrán indultar delitos contra la salud, parricidios u otros de manera 
intencional, o reincidentes. 

Entonces, no es lo adecuado, jurídicamente no es lo correcto. Están cometiendo una barbaridad jurídica, es 
una aberración jurídica el intentar por la vía de la modificación de un artículo del Código Penal Federal 
agregar una fracción, en donde una de las Cámaras podrá solicitarle al Ejecutivo indulte a una persona. 
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Por eso es un tema sumamente delicado, es un asunto sumamente delicado por lo que llamo la atención de 
los legisladores. ¿Qué va a pasar después de que aprobemos esto? A ver, hoy aprobamos, en la semana se 
publica, inicia el proceso de vigencia y luego, una de las Cámaras va a volver a solicitar, a través de este 
artículo, que se le indulte. Es absurdo. Verdaderamente es una aberración jurídica, aunque estamos a favor 
de que se libere al maestro Patishtán. 

Y les diría, tiene tanta dignidad el maestro Patishtán, que les va a decir: no soy culpable y no acepto ningún 
indulto. Ojalá. Por su atención, muchas gracias. 

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias, diputado. Quiero saludar a los ciudadanos del 

Sindicato de Trabajadores del Ayuntamiento de Uruapan, Michoacán, que están hoy aquí invitados por el 
diputado Víctor Manríquez. Bienvenidos a la sesión. 

Y también a un grupo de invitados, el Grupo Primavera de la delegación Tláhuac, que están aquí invitados por 
la diputada Guadalupe Socorro Flores Salazar. También bienvenidos, todos, a esta sesión. 

Tiene la palabra para hablar a favor del dictamen el diputado Alejandro Carbajal... Perdón, la diputada. 

La diputada Cristina González Cruz (desde la curul): Presidente. 

 
El Presidente diputado José González Morfín: A ver, permítame un segundo. Sonido en la curul de la 

diputada González Cruz. 

La diputada Cristina González Cruz (desde la curul): Gracias, presidente. Nada más para hacer una 

aclaración en mi carácter de integrante de la Comisión de Justicia, refiriendo que en relación a este dictamen 
se refiere a cualquier delito del orden federal o común. 

No quiere decir que se constriñe en el Distrito Federal, sino que se refiere a cualquier delito de carácter 
federal o del orden común en el Distrito Federal, pero no quiere decir que se aboque preponderantemente al 
Distrito Federal. Lo expreso por el comentario del diputado que había solicitado el uso de la palabra desde su 
curul. 

Efectivamente, este dictamen sobre todo tiene una motivación tan importante, que es justicia, tomando en 
consideración el debido proceso que debe de existir en todos los casos que se suscitan en los ámbitos 
procedimentales. Pero sí hago esta aclaración para que se tenga en consideración y que quede así asentado. 
Es cuanto, presidente. 

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias, diputada. 

El diputado Roberto López Suárez(desde la curul): Presidente. 

 
El Presidente diputado José González Morfín: A ver, sonido en la curul del diputado Roberto López. 

El diputado Roberto López Suárez (desde la curul): Gracias, presidente. Nada más quisiera —como veo 

que ya están las intervenciones y sobre todo por lo que acaba de señalar la diputada del PRI— decir 
claramente que mi voto será a favor, pero comentar que el espíritu original de esta discusión, de fondo, en 
términos legales, les quisiera comentar a los diputados del PRI, que es para la liberación del profesor 
Patishtán. No estamos viendo muchos casos que seguramente existen en el país. 

Y quisiera señalar que tanto el diputado José Luis Muñoz Soria y un servidor hemos presentado una iniciativa 
para promover una Ley de Amnistía, porque coincido con quienes señalan que lo que se pretende con esta 
iniciativa—que puede beneficiar a varios— es perdonar a un inocente. Y no es el fondo del asunto. 

Lo que nosotros estamos planteando, en el caso del profesor Patishtán, es que se libere a una persona que 
ha sido presa injustamente, por muchos años y que la justicia no ha llegado al estado de Chiapas y a este 
caso en específico. Solamente quisiera señalar esto. Gracias, presidente. 
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El Presidente diputado José González Morfín: Gracias, diputado. 

El diputado Marcos Rosendo Medina Filigrana (desde la curul): Presidente. 

 
El Presidente diputado José González Morfín: Sonido en la curul del diputado Medina Filigrana. Sonido en 
la curul, por favor. 

El diputado Marcos Rosendo Medina Filigrana (desde la curul): Muchas gracias, diputado presidente. Por 

alusiones, diputado presidente. Mire, hay un principio elemental de derecho, que es que en materia penal no 
se puede dejar nada a la interpretación, sino que tiene que ser literal. Y lo que aquí se dice literalmente es: 
podrá conceder el indulto por cualquier delito del orden federal o común en el Distrito Federal, y luego hay una 
coma, por tanto, literalmente está constriñendo al Distrito Federal. 

Insisto, voy a votar a favor, pero es utópico pensar que con esta redacción podemos hacer extensivo este 
artículo a todo el país. Es cuanto, diputado presidente. 

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias, diputado. 

El diputado Ricardo Monreal Ávila (desde la curul): Presidente. 

 
El Presidente diputado José González Morfín: Sonido en la curul del diputado Monreal. 

El diputado Ricardo Monreal Ávila(desde la curul): Presidente, solo señalarle que de manera frecuente, 

cuando me toca a mi estar en el turno de la tribuna, el Canal del Congreso suspende la señal, se va al 
Senado, regresa, cuando es el único canal. No creo que sea conveniente que a ningún compañero integrante 
de esta asamblea se le cometa esa grosería. Le pido tomen medidas para que hablen con la directora del 
Canal del Congreso, para que proceda mi moción y mi molestia. 

El Presidente diputado José González Morfín: Le aseguro que vamos a checar este dato que usted da, 
diputado. 

Ahora sí tiene la palabra al diputado Alejandro Carbajal González, para hablar a favor del dictamen. 

El diputado Alejandro Carbajal González: Diputado presidente. Compañeras y compañeros, para el Grupo 

Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática es de suma importancia este tema y no vamos a 
actuar de manera timorata ni mucho menos de duda en otorgar nuestro voto a favor, aún a sabiendas de que 
hay una serie de faltas técnico-jurídicas que hicimos patente en el seno de la comisión. 
 
Es correcto una serie de interpretaciones, porque lo planteamos, dijimos que había una invasión de esfera de 
competencias. Dijimos que este artículo no iba a solucionar el problema de fondo. 

Si bien es cierto, el elemento que hoy nos motiva es la detención injusta de Alberto Patishtán, no es el único 
caso en el país, tenemos un sinnúmero de penas y de casos que han sido conocidos. Tenemos, por ejemplo, 
a Jacinta Francisco, Alberta Alcántara y Teresa González, en el estado de Querétaro. Tenemos a Francisco 
Santis en el estado de Chiapas, todos ellos detenidos de manera injusta. 

El problema no se resuelve modificando un artículo o agregando una fracción, la realidad es que tenemos que 
ir al fondo del tema en la impartición y procuración de justicia en nuestro país. Que esto de otorgar justicia no 
sea a quien tenga más dinero. No sea al más influyente al que beneficie. Aquí tenemos casos muy sonados, 
que no quisiera citar ni mucho menos entorpecer y poner un ambiente turbio en este tema en específico. 

Es necesario que revisemos la implementación del sistema judicial, de la reforma judicial en el país. Porque 
todas y todos hemos estado hablando de que es necesario excarcelar a Alberto Patistán. Pero, ¿qué vamos a 
hacer al respecto, cuando le hemos estado dando vueltas a la implementación de la reforma judicial, en donde 
no se le han otorgado los recursos necesarios a cada una de las entidades para efecto de que podamos 
implementar de manera justa y equitativa una implementación de justicia? Ése es el tema, compañeras y 
compañeros. 
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Emplazo al grupo mayoritario, al PRI, para efecto de que le entremos a este tema. Se hizo el planteamiento en 
la Comisión. Pero además también queremos dejar patente el asunto del ámbito de esferas de competencia. 
Si bien es cierto, para lo que implica el indulto, está facultado el Ejecutivo federal en el ámbito de la ciudad, 
también lo cierto es que debemos dar ese paso, para que le demos la plena autonomía a esta ciudad, y 
empecemos con este tema, porque el indulto está preservado y respetado en todas las entidades y no lo es 
así en la ciudad. 

Por ejemplo, con esta reforma el Ejecutivo federal lo único que va a poder hacer es otorgar un indulto por lo 
que hace a los delitos federales, pero Alberto Patishtán también está siendo procesado por delitos del fuero 
común. Aquí va a tener que intervenir el gobernador de Chiapas. Y esto no se vislumbra en la reforma. 

Es por ello que el Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática hace este atento llamado y 
este exhorto. No le demos más la vuelta, estamos justamente en el proceso del Presupuesto para 2014, es el 
momento en el cual incluso podríamos destinar recursos a todas y todos los estados de la República para que 
de verdad sea una realidad. 

No estemos solamente haciendo buenas intenciones en esta tribuna, llevémoslo a los hechos para efecto de 
que no tan solo —termino, diputado presidente— sea un Alberto Patishtán, sean muchos más mexicanas y 
mexicanos que han sido privados de su libertad de manera injusta. Es cuanto, diputado presidente. 

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas gracias, diputado. Tiene ahora el uso de la voz el 
diputado Tomás Torres Mercado, para hablar también a favor del dictamen. 

Aprovecho la oportunidad para saludar a un grupo de alumnos y directivos del Tecnológico de Zongolica, en el 
estado de Veracruz, que están hoy aquí invitados por el diputado Juan Isidro del Bosque Márquez. 
Bienvenidos a la Cámara de Diputados. 

El diputado Tomás Torres Mercado: Gracias, estimado y respetado presidente González Morfín. Miren, 

siento en principio el deber y si, con franqueza vale decirlo, el reconocimiento político, el reconocimiento a la 
Comisión de Justicia de esta Cámara de Diputados, a su presidente Ricardo Fidel Pacheco, porque no 
solamente en este dictamen, en muchos, en los que son de su responsabilidad, hace siempre el esfuerzo de 
la ponderación y el equilibrio del contenido de los dictámenes, y a su Junta Directiva. 
 
Y digo porque esta adición al Código Penal Federal de un artículo 97 Bis, que establece el indulto a petición 
ponderada o subordinada del ciudadano presidente de la República, facultad que en efecto, ya contempla el 
artículo 97 de este Código Penal Federal y la Constitución Política del país. 

Pero debo hacer algunas puntualizaciones, este deber del reconocimiento es, colegas diputadas y diputados, 
reconociendo dos valores fundamentales en la vida de la sociedad cualquiera. El primero, la expresión 
máxima del quehacer de la colectividad es la política, y aquí la fuente que genera esta adición es de esa 
índole, y hay que reconocerlo. Pero también que uno de los valores fundamentales que reconoce la escala 
universal es la libertad. 

No nos toca a nosotros decir si será aceptado o no el eventual indulto—facultad del Ejecutivo— de quien se 
encuentra preso derivado de una condena en una sentencia definitiva. Por cierto tengo que puntualizarlo, es 
un proceso ventilado, seguido, resuelto de modo definitivo ante los tribunales federales. No tendrá por 
consecuencia alcance para la autoridad de Chiapas, para la autoridad local. 

Y agrego —con su autorización, señor presidente— algunas cuestiones. El indulto es una institución propia 
del Poder Ejecutivo en la última fase del procedimiento penal. Es decir, si hay materia para ejemplificar de las 
facultades de cada uno de los poderes, les recuerdo a ustedes, el Legislativo hace la ley, el Poder Judicial la 
aplica y el Poder Ejecutivo —valga repetirlo—la ejecuta. Éste es el típico caso para establecer la separación 
de los poderes, y en este caso, de la Unión. 

Quiero agregar —decía con su venía, señor presidente y con la tolerancia de mis colegas— de que el Grupo 
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México va a votar a favor. Ha habido un compromiso político 
para abordar el tema en trabajos de la propia comisión, pero no puedo —lo digo con absoluta responsabilidad, 
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con plena responsabilidad y si plantea atribuírseme, imputármelo, lo acepto en primera persona— no puedo 
decir que hay malas leyes y hay necesariamente malos jueces, como principio de vida institucional en este 
país. 

Quien viole derechos humanos, que se le enjuicie política y legalmente. Quien actúe corruptamente, que 
tengamos capacidad para acusarlo. Pero también, si hay leyes malas, este Congreso tiene la responsabilidad 
política y constitucional de modificar las malas leyes. 

Vamos a votar a favor. Pongo en salvaguarda la integridad de la Cámara de Diputados en mérito de un valor 
fundamental de la libertad. Gracias, presidente. 

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias a usted, diputado. Tiene, para hechos, el uso de la 

voz el diputado Juan Luis Martínez Martínez. 

Saludo a un grupo de alumnos de 5o. y 6o. de primaria y profesores del Colegio Bernal Díaz del Castillo, que 
están aquí hoy invitados por el diputado Arnoldo Ochoa González. Bienvenidos a la sesión. 

El diputado Juan Luis Martínez Martínez:Con su permiso, presidente. Compañeras y compañeros, primero 

reprobar la actitud de la directora del Canal del Congreso por cortar la transmisión cuando se esté 
participando en esta tribuna para cualquier legislador. 
 
Alberto Patishtán fue injustamente detenido el 19 de junio de 2000, en el municipio de El Bosque, en el estado 
de Chiapas, acusado de participar en la emboscada y asesinato de siete policías locales. Su verdadera falta 
fue en realidad cuestionar, exigir y denunciar los abusos en ése entonces del presidente municipal del lugar. 

Desde en aquellos tiempos, el profesor tzotzil ha mantenido una lucha constante y ejemplar por recuperar su 
libertad y, sobre todo, por el reconocimiento de su legítima inocencia. 

Patishtán y otros indígenas están detenidos en muchas cárceles de México de manera injusta. Miles son las 
historias de indígenas presos indebidamente. Patishtán es un caso emblemático, pero no aislado. 
Desgraciadamente el caso del profesor tzotzil se multiplica por centenares a lo largo y ancho de nuestro país, 
solo que esos casos suceden en silencio y en el anonimato, sin mayor escándalo ni atención. 

En el 2012, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos denunció que había más de 8,530 indígenas 
presos en las cárceles mexicanas, 75 por ciento de los cuales se encuentran en 11 estados, principalmente el 
estado de Oaxaca, Chiapas y Puebla. Señaló además que en la mayoría de los casos los reclusos habían 
sufrido violaciones al debido proceso, ausencia de intérpretes y carencia de defensores públicos 
especializados. 

Un profesor indígena que pugna por mejores condiciones de vida para los pobladores y que en su lucha se 
convierte en opositor al gobierno represor e ignorante de la región, no es ninguna novedad. La historia de 
nuestro país está llena de sangre de asesinatos de muchos líderes sociales encabezando luchas justas. 

Hoy nos alegramos de la pronta liberación del profesor Alberto Patishtán, pero también nos avergonzamos de 
los miles que aún están presos injustamente. Este Congreso, el Senado de la República y la Presidencia de 
nuestro país deben impulsar leyes generalizadas para salvaguardar los derechos y garantías de todos, no 
para casos específicos, como el que hoy nos ocupa. 

Compañeras y compañeros, como es de todos conocido, los magistrados del primer tribunal del vigésimo 
circuito del estado de Chiapas, la declaración infundada para el incidente de reconocimiento de inocencia a 
favor del profesor indígena Alberto Patishtán, se basaron en el texto de un artículo, sin consideraciones de 
bloques de constitucionalidad ni jurisprudencia de la Corte Interamericana de los Derechos Humanos. Con 
esta resolución tan aberrante y atroz, el Poder Judicial de la Federación demuestra su total incapacidad. 

La defensa, muy a pesar del profesor Alberto Patishtán, argumentaron en tiempo y forma la falta del debido 
proceso. Les valió la nada. 
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Para nuestro país, no es de extrañarse las decisiones de jueces banales que actúan por consigna, emitiendo 
resoluciones y consideraciones constitucionales alejados totalmente del marco del derecho. 

Para el indígena en nuestro país esta serie de injusticias es una constante. Siempre se nos ha discriminado, 
se nos ha denegado la justicia, se nos arremete con toda la fuerza del Estado, poniéndonos el pie en el 
pescuezo para no reclamar nuestros legítimos derechos. 

En fin, vivimos en un país tan desigual, en donde reina la injusticia, el abandono, la pobreza lacerante, que 
campea a lo largo y ancho del país, en donde hay acuerdos políticos para liberar a los delincuentes de cuello 
blanco y pretenden disfrazar como resoluciones jurídicas, exonerando a los delincuentes más grandes que 
tiene el país, como Caro Quintero, Florence Cassez, Raúl Salinas, Humberto Moreira, entre otros que tanto 
daño le han hecho a nuestra nación mexicana. 

Desde aquí enviamos un abrazo fraterno y solidario a quienes padecen diariamente la vida en una prisión a 
causa de procedimientos viciados y de gobiernos represores, especialmente a los indígenas, a los presos de 
conciencia y a sus familiares. 

Es por eso que Movimiento Ciudadano seguirá luchando por un México con justicia, igualdad, democracia y 
libertad. Por un país donde no haya más represión, discriminación, impunidad ni tráfico de influencias. Presos 
políticos, libertad. Es cuanto, compañeras y compañeros. 

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias, diputado. Consulte la Secretaría a la asamblea, en 
votación económica, si el asunto está suficientemente discutido. 

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: Por instrucciones de la Presidencia, en votación económica 

se consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra suficientemente discutido en lo general y en lo 
particular. Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los 
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmativa. 

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas gracias. En consecuencia, ábrase el sistema 

electrónico de votación, por cinco minutos, para recoger la votación nominal en lo general y en lo particular del 
proyecto de decreto. 

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 

2, del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema electrónico, por cinco minutos, para 
proceder a la votación en lo general y en lo particular. 

(Votación) 

Ciérrese el sistema de votación electrónico. Se emitieron 442 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas gracias. Aprobado por unanimidad en lo general 
y en lo particular el proyecto de decreto que adiciona un artículo 97 Bis al Código Penal Federal. Pasa 
al Ejecutivo, para sus efectos constitucionales. 
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PODER EJECUTIVO 

SECRETARIA DE GOBERNACION 

DECRETO por el que se adiciona un artículo 97 Bis al Código Penal Federal. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE ADICIONA UN ARTÍCULO 97 BIS AL CÓDIGO PENAL FEDERAL. 

Artículo Único.- Se adiciona un artículo 97 Bis al Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 97 Bis.- De manera excepcional, por sí o a petición del Pleno de alguna de las Cámaras del 

Congreso de la Unión, el Titular del Poder Ejecutivo Federal podrá conceder el indulto, por cualquier delito del 

orden federal o común en el Distrito Federal, y previo dictamen del órgano ejecutor de la sanción en el que se 

demuestre que la persona sentenciada no representa un peligro para la tranquilidad y seguridad públicas, 

expresando sus razones y fundamentos, cuando existan indicios consistentes de violaciones graves a los 

derechos humanos de la persona sentenciada. 

El Ejecutivo Federal deberá cerciorarse de que la persona sentenciada haya agotado previamente todos 

los recursos legales nacionales. 

TRANSITORIO 

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

México, D.F., a 29 de octubre de 2013.- Sen. Raúl Cervantes Andrade, Presidente.- Dip. Ricardo Anaya 

Cortés, Presidente.- Sen. María Elena Barrera Tapia, Secretaria.- Dip. Fernando Bribiesca Sahagún, 

Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a 29 de octubre de 2013.- 

Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 
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